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1. Consideraciones previas 
La Constitución apostólica Pastor Bonus, de 28.VI.1988, asignaba 
tres tareas específicas a la Congregación para la Doctrina de la Fe: 
tutelar la verdad de la fe y la integridad de las costumbres en libros y 
otros medios de divulgación (art. 51); conocer de las cuestiones con-
cernientes al privilegio de la fe (art. 53); y conocer de los delitos co-
ntra la fe y también de los más graves cometidos tanto contra la mo-
ral como en la celebración de los sacramentos (art. 52)1. 
Pasado un tiempo, la Congregación estableció normas para las 
tres áreas. Las normas para el examen de los escritos datan de 19972. 
 
* Conferencia pronunciada en la Jornada de estudio sobre el c. 1395. Situación 
actual y normas complementarias, organizada por el Instituto Martín de Azpilcueta 
de la Universidad de Navarra, Pamplona, 26.I.2004; y en la "Midwest Canon Law 
Society Convention" en 2004. Traducción castellana de A. Marzoa. El texto inglés 
aparecerá publicado en "Studia canonica", dentro de los "Festschrift for William 
Woestman, O.M.I", Faculty of Canon Law of Saint Paul University in Ottawa (ON), 
Canada 2004. 
1 Cfr. JUAN PABLO II, Const. Ap. Pastor bonus , 28.VI.1988, en AAS 80 (1988), pp. 
841-912. 
2 Cfr. CDF, Agendi ratio in doctrinarum examine, 29.VI.1997, en AAS 89 (1997), 
pp. 830-835. 
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Las normas para el examen del privilegio de la fe, de 20013. Por últi-
mo, como respuesta al m.p. Sacramentorum sanctitatis tutela4, fue 
publicada en 2001 una Carta que establecía las materias constitutivas 
de los graviora delicta que quedaban reservados a la Congregación 
para la Doctrina del a Fe5. Con posterioridad a la publicación de estas 
normas la Congregación para la Doctrina de la Fe promulgó una legis-
lación adicional, aprobada por el Santo Padre, para especificar más 
precisamente como debe procederse en los supuestos de los graviora 
delicta6. 
Aunque nuestra atención se dirige prioritariamente a los supues-
tos de delitos contra el sexto mandamiento del Decálogo com etidos 
por clérigos con menores, tanto Graviora delicta como SST contem-
plan en realidad varios ámbitos de la vida de la Iglesia. Son considera-
dos graviora delicta, principalmente por razón de la materia, ciertos 
delitos contra la fe o la moral que requieren un especial tratamiento 
legal. Se agrupan en tres categorías generales. 
La primera categoría contemplada por SST se refiere a los delitos 
contra la Eucaristía: "Art. 2 § 1: Los delitos contra la santidad del Santo 
Sacrificio y el Sacramento de la Eucaristía, reservados al conocimiento 
de la Congregación para la Doctrina de la Fe son: 
1.º Llevar o retener las especies consagradas con finalidad sacríle-
ga o arrojarlas por tierra, mencionados en el c. 1367 del CIC y en el c. 
1442 del CCEO;  
 
3 Cfr. CDF, Normae de conficiendo processu pro solutione vinculi matrimonialis 
in favorem fidei, 30.IV.2001, TPV, Ciudad del Vaticano, 2001, pp. 3-15. 
4 JUAN PABLO II, Carta Ap. Sacramentorum sanctitatis tutela , sobre las normas 
acerca de los delitos más graves reservados a la Congregación para  la Doctrina de la 
Fe, 30.IV.2001, en AAS 93 (2001), pp. 737-739 (en adelante: SST). 
5 Cfr. CDF, Carta a los Obispos y otros Ordinarios y Jerarcas de la Iglesia Católi-
ca interesados acerca de los delitos más graves ("graviora delicta") reservados a la 
Congregación para la Doctrina de la Fe, 18.V.2001, en AAS 93 (2001), pp. 785-788 
(en adelante, Graviora delicta). Traducción española en "Ecclesia", 16.II.2002, pp. 31-
32. 
6 El original latino o italiano, así como una traducción inglesa no oficial de estos 
elementos normativos publicados entre 2002 y 2004 pueden encontrarse en W. 
WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions and the Penal Process, A Commentary on the 
Code of Canon Law, Ottawa 2003 (2nd edition), pp. 314-315. 
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2.º Atentar realizar la acción litúrgica del Sacrificio Eucarístico 
mencionado en el c. 1378 § 2,1.º del CIC, o la simulación mencionada 
en el c. 1379 del CIC y en el c. 1443 del CCEO; 
3.º La concelebración de la Eucaristía con ministros de comuni-
dades eclesiales que no tienen la sucesión apostólica y no reconocen 
la dignidad sacramental de la ordenación presbiteral, contra lo dis-
puesto en el c. 908 del CIC y en el c. 702 del CCEO, mencionados 
en el c. 1365 del CIC y en el c. 1440 del CCEO. 
§ 2. También está reservado a la Congregación para la Doctrina 
de la Fe el delito de consagración con fin sacrílego de una especie sin 
la otra en la celebración eucarística. Quien haya perpetrado este deli-
to ha de ser castigado de acuerdo con la gravedad del delito, sin ex-
cluir la expulsión del estado clerical"7. 
La segunda categoría recoge los delitos contra el sacramento de 
la penitencia: "Art. 3. Los delitos contra la santidad del sacramento de 
la penitencia reservados al conocimiento de la Congregación para la 
Doctrina de la Fe son: 
1.º La absolución del cómplice en un pecado contra el sexto 
mandamiento del Decálogo, mencionados en el c. 1378 § 1 CIC y en 
el c. 1457 CCEO; 
2.º La solicitación durante la confesión o con ocasión o pretexto 
de la confesión a un pecado contra el sexto mandamiento del Decá-
logo con el mismo confesor, mencionados en el c. 1387 CIC y en el c. 
1458 CCEO, si está encaminada a la comisión del pecado con el pro-
pio confesor: 
3.º La violación directa del sigilo sacramental, mencionado en el c. 
1388 § 1 CIC y en el c. 1456 § 1 CCEO"8; 
 
7 Cfr. SST, Pars prima: Normae substantiales , art. 2. Cfr. también Graviora delicta. 
El Pontificio Consejo para la Interpretación de los Textos Legislativos, en respuesta al 
dubium propuesto, respondió que por "arrojar"  debe entenderse "cualquier acción 
voluntaria y gravemente despreciativa hacia las Sagradas Especies": PCITL, Respon-
sum ad dubium 3.VIII.1999, en AAS 91 (1999), p. 18. Cfr. la posterior explicación en 
"Communicationes" 31 (1999), pp. 38-41. 
8 Cfr. SST, Pars Prima: Normae substantiales , art. 3. Cfr. también Graviora delicta. 
El Santo Padre ha aprobado el 7 de febrero de 2003 una normativa adicional en esta 
materia, por la que al art. 3,3.°, se añade la violación indirecta del sigilo sacramental; 
añadiendo además al mencionado Artículo un cuarto supuesto (4.º) de violación, con 
estos términos: "Captio quovis technico instrumento facta aut evulgatio socialis com-
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La tercera categoría de delitos cuyo conocimiento se reserva a la 
Congregación para la Doctrina de la Fe fue la que mereció mayor 
atención. El art. 4 de SST dice así: "§ 1. La reserva a la Congregación 
para la Doctrina de la Fe se extiende también al delito contra el sexto 
mandamiento del Decálogo cometido por un clérigo con un menor 
de 18 años. 
§ 2. El que haya cometido el delito mencionado en el § 1 debe 
ser castigado de acuerdo con la gravedad de la ofensa, sin excluirse la 
expulsión o deposición"9. 
Además, el plazo de prescripción fue ampliado a 10 años; y, para 
los delitos tipificados por el c. 1395 no comienza a correr hasta que la 
supuesta víctima alcance la mayoría de edad 10. 
A fin de dejar bien delimitado el objeto de esta exposición, con-
viene que nos detengamos con algo más de detalle en esta tercera 
categoría de delitos, concretamente en los delitos de los que trata el 
c. 1395. Y ello porque, en estos últimos tiempos, algunos obispos en 
EE.UU. han venido aplicando estas normas un tanto libremente, a fin 
de abarcar todos los pecados sexuales, en lugar de atenerse a los que 
son delitos según el derecho. 
2. El tema 
Hay que comenzar por distinguir lo que es pecado y lo que cons-
tituye un delito. Como precisa T. Green, "El Derecho Penal canónico 
no se refiere primariamente a la relación individual con Dios en el 
fuero de la conciencia. Esto es en gran medida inaccesible a la autori-
dad de la Iglesia y excede su competencia"11. El pecado es general-
mente materia de fuero interno, mientras que los delitos son violacio-
 
municationis instrumentis operata earum quae in sacramentali confessione a confes-
sario vel a paenitente dicuntur (Decretum Congregationis pro Doctrina Fidei diei 23 
septembris 1988: AAS 70 [1988] 1367)". 
9 Cfr. SST, Pars prima: Normae substantiales , art. 4. Cfr. también Graviora delicta. 
10 Cfr. SST, Pars prima : Normae substantiales , art. 5. La facultad para modificar el 
plazo de prescripción fue concedida a la CDF por el Santo Padre, quien el 7 de 
noviembre de 2002 "ha concesso la facoltà alla CDF di derogare ai termini della 
prescrizione, caso per caso, su motivata domanda dei singoli Vescovi". 
11 T.J. GREEN, Sanctions in the Church, in J.P. BEAL-J.A. CORIDEN-T.J. GREEN, New 
Commentary on the Code of Canon Law (en adelante, CLSA Commentary), New 
York 2000, p. 1529. 
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nes externas de una ley. Un clérigo puede cometer un pecado sin ser 
culpable de delito. Para que sea castigado penalmente por una acción, 
debe tratarse de una acción tipificada como delito por el d erecho. 
Vermeersch-Creusen describen el delito como una especie parti-
cular de pecado al que se ha añadido una pena12. El CIC 17, reco-
giendo esta noción en el c. 2196, decía simplemente: "Por delito en el 
derecho de la Iglesia se entiende la violación externa y moralmente 
imputable de una ley que lleva aneja una sanción penal, al menos in-
determinada"13. Los cánones sucesivos perfilaban con más nitidez los 
delitos por razón del objeto y la gravedad (CIC 17, c. 2196), por ra-
zón de su manifestación (CIC 17, c. 2197), y por razón de la especie 
(CIC 17, c. 2198). Así, puede ser constitutivo de delito el quebranta-
miento del derecho divino, del derecho divino positivo o del derecho 
eclesiástico, siempre que la acción haya sido tipificada como delito por 
el derecho de la Iglesia, estableciendo el derecho mismo la sanción 
imponible por su comisión. 
El CIC 83 no ofrece una definición del delito, ya que los redacto-
res del Código vigente prefirieron no ofrecer definiciones14. En su 
lugar, el c. 1311 simplemente reitera el derecho que asiste a la Iglesia 
a castigar con sanciones penales a sus miembros que hayan quebran-
tado una ley: "La Iglesia tiene derecho originario y propio a castigar 
con sanciones penales a los fieles que comenten delitos"15. 
 
12 A. VERMEERSCH-J. CREUSEN, Epitome iuris canonici, Romae 1928 (3.ª ed.), tomo 
III, p. 184. 
13 Ibidem. 
14 Cfr. PONTIFICIA COMMISSIO CODICI IURIS CANONICI RECOGNOSCENDO, Schema 
documenti quo disciplina sanctionum seu poenarum in Ecclesia latina denuo ordina-
tur, Ciudad del Vaticano, TPV, 1973, p. 6. 
15 Cfr. c. 1311. Esta es una confirmación del c. 2214 CIC 17, que también añadía 
un segundo parágrafo que clarificaba el pensamiento del Legislador sobre la materia. 
Dicho parágrafo citaba el conocido texto de la Sesión 13 del Concilio de Trento: 
"Acuérdense los Obispos y los demás Ordinarios de que son pastores y no verdugos 
y que conviene rijan a sus súbditos de tal forma que no se enseñoreen de ellos, sino 
que los amen como a hijos y hermanos, y se esfuercen con exhortaciones y avisos 
en apartarlos del mal, para no verse en la precisión de castigarlos con penas justas, si 
llegan a delinquir; y si ocurriere que por la fragilidad humana llegaren éstos a delin-
quir en algo, deben observar aquel precepto del Apóstol de razonar con ellos, de 
rogarles encarecidamente, de reprenderlos con toda bondad y paciencia, pues en 
muchas ocasiones puede más, para con los que hay que corregir, la benevolencia 
que la austeridad, más la exhortación que las amenazas, y más la caridad que el 
poder. Mas si por la gravedad del delito es necesario el castigo, es entonces cuando 
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El canon que regula la imposición de tales penas es el c. 1321: "§ 
1. Nadie puede ser castigado, a no ser que la violación externa de una 
ley o precepto que ha cometido le sea gravemente imputable por 
dolo o culpa. § 2. Queda sujeto a la pena establecida por una ley o 
precepto quien los infringió deliberadamente; quien lo hizo por omi-
sión de la debida diligencia, no debe ser castigado, a no ser que la ley 
o el precepto dispongan otra cosa. § 3. Cometida la infracción exter-
na, se presume la imputabilidad, a no ser que conste lo contrario"16. 
Hay varios elementos importantes en este canon: 
a) La violación tiene que ser externa. Esto es, debe tratarse de 
una acción externa, sin que baste una actitud meramente interna o un 
pensamiento17. Quiere ello decir que la orientación sexual de una 
persona, su pensamiento respecto al pecado de aborto tal como es 
definido por la Iglesia, o su opinión personal no manifestada acerca de 
algunas enseñanzas de la Iglesia no se pueden considerar una violación 
externa de la ley; como tampoco la condición psicológica de la perso-
na. Y esto es así porque un delito, por su misma naturaleza, es algo 
que perturba el orden social de la Iglesia18. Como subraya Regatillo, 
una violación interna del derecho no daña el orden social; correspon-
de al legislador definir lo que perturba a la sociedad eclesial, y por 
consiguiente lo que está sujeto a sanción19. 
b) Debe tratarse de una violación de una ley o precepto. Es la 
aplicación del principio nullum crimen, nulla poena sine lege, que ha 
 
deben hacer uso del rigor con mansedumbre, de la justicia con misericordia, y de la 
severidad con blandura, para que sin asperezas se conserve la disciplina, saludable y 
necesaria a los pueblos, y los que han sido corregidos se enmienden o, si éstos no 
quieren volver sobre sí mismos, para que el castigo sirva a los demás de ejemplo 
saludable y se aparten de los vicios". 
16 Si no se indica otra cosa, los cánones son citados de Código de Derecho ca-
nónico. Edición anotada, 6.ª ed., Pamplona 2001, que recoge la traducción oficial de 
la Conferencia episcopal española. 
17 Cfr. A. MARZOA , Comentario al c. 1321 , en A. MARZOA-J. MIRAS-R. RODRÍGUEZ-
OCAÑA , Comentario Exegético al Código de Derecho Canónico, 3.ª ed., Pamplona 
2001, vol. IV, p. 293 (en adelante, ComEx). 
18 Cfr. E.F. REGATILLO, Institutiones iuris canonici, Santander 1951, vol. II, p. 437:  
"In se, et a priori est actio vel omissio iniusta (illegitima) auctori suo imputabilis, per-
turbans ordinem socialem, id est, finem et oeconomiam mediorum". 
19 Cfr. E.F. REGATILLO, Institutiones iuris canonici, cit., pp. 437-438. 
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sido incluido también en los Códigos de diversos países20. De nuevo, 
esto impide que pueda imponerse una pena por una actitud, una in-
tención, un trastorno personal, etc. Así como impide también la san-
ción penal de aquellos actos pecaminosos que no constituyen viola-
ción de una ley penal o precepto (por ejemplo, un pecado oculto 
contra el sexto mandamiento cometido por un clérigo con un adulto). 
c) Debe tratarse de una acción efectivamente realizada. El c. 
1328 § 1 establece que "quien hizo u omitió algo para cometer un 
delito, pero, independientemente de su voluntad, no llegó a consu-
marlo, no queda sujeto a la pena establecida contra el delito consu-
mado, a no ser que la ley o el precepto dispongan otra cosa". 
Esto no significa que los actos incoados pero no consumados no 
estén sometidos a ningún tipo de castigo, ya que, "si los actos u omi-
siones conducen por su misma naturaleza a la ejecución del delito, el 
autor puede ser castigado con una penitencia o con un remedio pe-
nal, a no ser que, una vez comenzada la realización del delito, hubiera 
desistido de ella voluntariamente. Pero, si hubiera habido escándalo u 
otro grave daño o peligro, el autor, aunque hubiera desistido volunta-
riamente, puede ser castigado con una pena justa, pero siempre me-
nor que la establecida para el delito consumado" (c. 1328 § 2). 
Es éste un punto que no debe perderse de vista en materia de 
conducta contra el sexto mandamiento del Decálogo. En la mayoría 
de los casos, la acción no tiene lugar aisladamente. Existe un proceso 
que los psicólogos suelen denominar "grooming" (preparación), por el 
cual el sujeto selecciona a la víctima, se granjea su amistad, comienza a 
aislarle de los demás, entabla una "especial amistad" con ella y se gana 
su confianza. Todo ello concluye con el abuso sexual. 
Para los casos en que no sea posible probar que el clérigo real-
mente ha cometido la acción, queda abierta la posibilidad de impo-
nerle una pena si puede demostrarse que comenzó a comportarse de 
un modo que conduciría a la comisión del delito; es decir, que había 
comenzado el mencionado comportamiento "preparatorio". La pena 
no puede ser la más severa de las señaladas por el derecho, pero 
sobre la base de que el comportamiento del clérigo ha provocado 
 
20 Cfr. I, CHELODI, Ius poenale, Tridenti 1925, p. 4, quien cita como ejemplos el 
Código penal francés (1810), el Código penal austríaco (1852), y el Código penal 
italiano (1890). 
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"escándalo u otro grave daño o peligro", podría imponérsele alguna 
otra pena justa. Obviamente, la aplicación de la pena tendría que ate-
nerse a las normas canónicas para la imposición de penas; y debería 
constar previamente que "la corrección fraterna, la reprensión u otros 
medios de la solicitud pastoral no bastan para reparar el escándalo, 
restablecer la justicia y conseguir la enmienda del reo"21. Además, 
deben aplicarse las normas sobre la prescripción, que no son dispen-
sables, excepto —como se verá— en los casos en los que el asunto 
es remitido a la Congregación para la Doctrina de la Fe. 
El derecho prevé, además, que puedan ser castigados los cómpli-
ces: "Los cómplices no citados en la ley o en el precepto incurren en 
la pena latae sententiae correspondiente a un delito, siempre que éste 
no se hubiera cometido sin su ayuda y la pena sea de tal naturaleza 
que también a ellos les pueda afectar; en caso contrario, pueden ser 
castigados con penas ferendae sententiae" (c. 1329 § 2). 
 Hay que tener en cuenta que, para que una persona pueda ser 
considerada cómplice del delito, debe probarse que "éste no se hu-
biera cometido sin su ayuda". En el pasado, se hablaba con frecuencia 
de la "corrección fraterna". Esto es, si alguien veía que su hermano 
estaba cometiendo o estaba en peligro de cometer alguna acción 
inmoral, debía advertirle de su comportamiento y de sus consecuen-
cias. Siendo pocos los sacerdotes que actualmente viven en comuni-
dad o en una fraternidad sacerdotal, quizá resulte más difícil llegar a 
este tipo de corrección fraterna. Pero el hecho es que si alguien ad-
vierte que un hermano sacerdote incurre en un comportamiento del 
que resulta una violación del c. 1395 § 2, y no hace nada para evitarlo, 
podría pensarse que tal delito acaso no se habría cometido si se hu-
biese realizado una corrección fraterna o se hubiese informado de 
tales acciones a su superior. En tal caso, no sólo el clérigo que come-
tió el delito, sino también el clérigo que no hizo nada para evitarlo, 
podría ser castigado con una pena canónica. 
 
21 Cfr. c. 1341. Debe advertirse que si no se ha probado que se haya producido 
un acto de abuso sexual de un menor, pero las acciones del clérigo pueden conside-
rarse encaminadas a un acto de esa naturaleza, no hay necesidad de remitir el caso a 
la Congregación para la Doctrina de la Fe. De acuerdo con SST, sólo tienen que ser 
remitidas a la Santa Sede las acciones constitutivas de pecados graves contra el sexto 
mandamiento del Decálogo. El propio obispo podría infligir penas por acciones que 
no constituyan delitos consumados. 
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d) La infracción debe ser gravemente imputable al clérigo. El c. 
1321 § 3 establece una presunción de imputabilidad cuando dice: 
"Cometida la infracción externa, se presume la imputabilidad, a no ser 
que conste lo contrario"22. 
Sin embargo, el CIC prevé también numerosas circunstancias 
eximentes, atenuantes y agravantes. Las circunstancias eximentes y 
atenuantes se encuentran en los cc. 1322-1325. 
El c. 1322 trata de aquellos que son incapaces de cometer un de-
lito: "Se consideran incapaces de cometer un delito quienes carecen 
habitualmente de uso de razón, aunque hayan infringido una ley o 
precepto cuando parecían estar sanos". 
Este canon se basa en lo establecido en el c. 99, según el cual 
quien habitualmente carece de uso de razón se considera que no es 
dueño de sí mismo (non sui compos) y se equipara a los infantes. 
Puesto que tal persona no puede llevar a cabo un acto jurídico (cfr c. 
124 § 1), no puede ser capaz tampoco de que se le impute la viola-
ción de una ley eclesiástica que tipifique un delito. 
Debe advertirse que el canon se refiere a aquellos que "habi-
tualmente carecen de uso de razón", no a todos aquellos que pade-
cen un trastorno psicológico considerado habitual o duradero en el 
tiempo. El trastorno debe ser de tal magnitud que habitualmente im-
pida a la persona actuar con uso de razón. Esto parecería excluir la 
posibilidad de alegar que un clérigo que padece pedofilia no tiene uso 
de razón en relación con su comportamiento hacia menores, y por 
consiguiente el c. 1322 le eximiría de una pena. El canon sólo puede 
ser aplicado a aquellos que "habitualmente carecen de uso de razón" 
y, por tanto, son equiparados jurídicamente a los infantes. Un clérigo 
que padeciese tal carencia de uso de razón debería ser declarado 
impedido para el ejercicio de las órdenes recibidas, de acuerdo con el 
c. 1044 § 2,2.º23. En el caso de clérigos seculares, el c. 281 § 2 obliga al 
 
22 Es interesante señalar que el canon no establece que deba ser probada la falta 
de imputabilidad. El Código se limita a decir que la falta de imputabilidad debe cons-
tar (appareat). Parece dejarse la cuestión a la prudencia de quien debe tomar la 
decisión. 
23 El c. 1044 § 2,2.º establece: "[Están impedidos para ejercer las órdenes recibi-
das] quien sufre de amencia o de otra enfermedad psíquica de la que se trata en el 
c. 1041, 1.º, hasta que el Ordinario, habiendo consultado a un experto, le permita el 
ejercicio del orden". El c. 1041, al que remite, establece que son irregulares para 
recibir órdenes "quien padece alguna forma de amencia u otra enfermedad psíquica 
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Obispo a proveer a sus necesidades en situaciones de enfermedad, 
invalidez o vejez. Además, el c. 1746 obliga al Obispo a proveer me-
diante una pensión en el caso de un párroco removido del oficio y 
considerado inidóneo para otro oficio24; y el c. 1747 permite que un 
párroco enfermo y que no pueda trasladarse sin dificultad a otro sitio 
use, incluso exclusivamente, la casa parroquial 25. En cuanto a los cléri-
gos religiosos, el c. 689 § 2 establece que quien, emitidos los votos 
temporales, queda privado habitualmente del uso de razón, no puede 
ser despedido del instituto26. 
El c. 1323 establece ciertas circunstancias en las cuales una per-
sona, siendo capaz de cometer un delito, sin embargo no puede ser 
castigada en absoluto. Estas circunstancias eximentes amparan a quien: 
— no había cumplido dieciséis años (c. 1323,1.º); 
— ignoraba sin culpa que estaba infringiendo una ley o precepto 
(c. 1323,2.º); 
— sin incurrir en negligencia, infringió la ley o precepto por inad-
vertencia (c. 1323,2.º); 
— sin incurrir en negligencia, infringió una ley o precepto por 
error (c. 1323,2.º); 
— obró por violencia (c. 1323,3.º); 
— obró por caso fortuito que no pudo preverse (c. 1323,3.º); 
— obró por caso fortuito que fue previsto pero no pudo ser evi-
tado (c. 1323,3.º); 
 
por la cual, según el parecer de los peritos, queda incapacitado para desempeñar 
rectamente el ministerio". Para un tratamiento más a fondo de la aplicación de este 
canon, cfr. P. LAGGES, The Use of Canon 1044§2, 2 in the Removal of Parish Priests , 
en "Studia Canonica" 30 (1996), pp. 31-69. 
24 "El Obispo ha de proveer a las necesidades del párroco removido, bien con-
fiándole otro oficio, si es idóneo, o bien mediante una pensión, según lo aconseje el 
caso y lo permitan las circunstancias" (c. 1746). 
25 "Pero si se trata de un enfermo, que no puede trasladarse sin dificultad de la 
casa parroquial a otro sitio, el Obispo le dejará su uso, que puede ser exclusivo, 
mientras dure esa necesidad" (c. 1747 § 2). 
26 "Pero si el religioso, durante los votos temporales, cayera en amencia, aunque 
no sea capaz de hacer nueva profesión, no puede sin embargo ser despedido del 
instituto" (c. 689 § 3). 
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— actuó coaccionado por miedo grave, aunque lo fuera sólo re-
lativamente (c. 1323,4.º); 
— obró por necesidad, a no ser que el acto fuera intrínsecamen-
te malo o redundase en daño de las almas (c. 1323,4.º); 
— obró para evitar un grave perjuicio, a no ser que el acto fuera 
intrínsecamente malo o redundase en daño de las almas (c. 1323,4.º); 
— actuó en legítima defensa contra un injusto agresor de sí mis-
mo o de otro, guardando la debida moderación (c. 1323,5.º); 
— carecía en ese momento de uso de razón, fuera del caso de 
embriaguez culpable u otra perturbación semejante de la mente (c. 
1323,6.º); 
— juzgó sin culpa que concurría miedo grave (c. 1323,7.º); 
— juzgó sin culpa que se trataba de un caso de necesidad (c. 
1323,7.º); 
— juzgó sin culpa que se trataba de evitar un grave perjuicio 
(1323,7.º); 
— juzgó sin culpa que estaba actuando con la debida modera-
ción contra un injusto agresor (c. 1323,7.º). 
Es claro que algunas de estas circunstancias no son de aplicación 
en los casos de conducta de un clérigo contra el sexto mandamiento 
del Decálogo. Por ejemplo, puesto que se trata de un clérigo, no tie-
ne cabida la minoría de edad del c. 1323,1.º27. 
Hay otras previsiones del c. 1323 que, obviamente, no son apli-
cables tampoco en la materia que nos ocupa. Por ejemplo, no puede 
decirse que el clérigo haya actuado por miedo, estado de necesidad o 
grave incomodo (c. 1323,4.º), más cuando la acción es intrínsecamen-
te mala y redunda en daño de las almas. Igualmente, no puede invo-
carse que el clérigo actuó en legítima defensa o en defensa de otro (c. 
1323,5.º), o que juzgó que concurría miedo grave, estado de necesi-
dad, grave incomodo o defensa propia o de otro (c. 1323,7.º). 
 
27 Alguna vez los obispos han intentado aplicar el proceso descrito en SST o en 
las Essential Norms for the United States  a quien ha cometido la acción antes de 
adquirir la condición clerical. Esto contradice abiertamente el c. 1395, sólo aplicable a 
clérigos. 
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Otros apartados del c. 1323 pueden, en cambio, venir al caso. 
Por ejemplo, ya que el c. 1323,2.º exime de sanción penal a quien 
ignoraba que estaba infringiendo una ley o precepto, algunos clérigos 
acusados han argumentado que, puesto que sus víctimas no eran ya 
propiamente menores (dieciséis o diecisiete años, por ejemplo), ellos 
no creían que estaban incurriendo en infracción de ley, especialmente 
teniendo en cuenta el hecho de que la mayoría de edad penal canó-
nica cambió en Estados Unidos en 1994 y para el resto de la Iglesia en 
2001. Otros acusados argumentan que la relación fue consentida, no 
pretendía ser sexual, o fue simplemente formativa para el menor. 
Defensas interesantes, pero no muy convincentes en relación con el c. 
1323,2.º. 
Por otro lado, una acción que implique tocamientos deshonestos 
puede producirse "por caso fortuito que no pudo preverse o que una 
vez previsto, no [se] pudo evitar" (c. 1323,3.º). Se ha dado el caso de 
clérigos impropiamente acusados de tocamientos a menores, cuando 
de hecho se produjeron al sacarlos de aguas profundas o de alguna 
situación de peligro, al levantarlos de una caída, o al tratar de impedir 
que se hiciesen daño. El c. 1323,3.º prevé tales casos fortuitos, y esta-
blece que no pude imponerse una pena por acciones que son mera-
mente accidentales, en las que falta el elemento esencial de intencio-
nalidad. 
Aunque el c. 1322 se refiere a quien habitualmente carece de 
uso de razón, el c. 1323,6.º habla de aquellos que en el momento de 
la acción carecen de uso de razón. En algunos casos podría objetarse 
que no se puede imponer una pena porque el clérigo actuó bajo los 
efectos del alcohol o de otras drogas, o porque utilizó material por-
nográfico para disminuir su lucidez mental. Sin embargo, el c. 1323 
remite al c. 1324 § 1,2.º y al c. 1325 para el caso de quien culpable-
mente carecía de uso de razón al actuar por embriaguez o por otra 
perturbación similar de la mente; o de quienes provocaron la embria-
guez u otra perturbación similar de la mente precisamente a fin de 
cometer tales acciones28. En muchos casos de clérigos que han abusa-
do sexualmente de menores, están presentes el alcohol u otras dro-
 
28 "El infractor no queda eximido de la pena, pero se debe atenuar la pena esta-
blecida en la ley o en el precepto, o emplear una penitencia en su lugar, cuando el 
delito ha sido cometido: (...) 2.º por quien carecía de uso de razón a causa de em-
briaguez u otra perturbación semejante de la mente...". 
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gas, así como la lectura o visualización de material pornográfico. El 
adulto se sirve con frecuencia de estos medios para superar el repro-
che de la conciencia. Los cánones citados son aplicables para deter-
minar si el clérigo puede ser sancionado penalmente por sus acciones. 
El derecho prevé también las situaciones en que la pena debe ser 
atenuada o disminuida de algún modo. Esta previsión puede encon-
trarse en el c. 1324, cuyo § 1 enumera circunstancias atenuantes es-
pecíficas, mientras que el § 2 otorga al juez la facultad discrecional de 
considerar atenuantes otras circunstancias. 
Se debe atenuar la pena o sustituirla por una penitencia cuando 
el delito ha sido cometido por quien: 
— tenía sólo uso imperfecto de razón (c. 1324 § 1,1.°); 
— carecía de uso de razón a causa de embriaguez de la que fue-
ra culpable (c. 1324 § 1,2.°); 
— carecía de uso de razón a causa de otra perturbación seme-
jante de la mente de la que fuera culpable (c. 1324 § 1,2.°); 
— actuó bajo un impulso grave de pasión que dificultó la delibe-
ración y la voluntad, siempre que la pasión no hubiera sido volunta-
riamente provocada o fomentada (c. 1324 § 1,3.°); 
— tenía entre dieciséis y dieciocho años (c. 1324 § 1,4.°); 
— actuó coaccionado por miedo grave, aunque lo fuera sólo re-
lativamente, si la acción era intrínsecamente mala o redundaba en 
daño de las almas (c. 1324 § 1,5.°); 
— actuó por necesidad, si la acción era intrínsecamente mala o 
redundaba en daño de las almas (c. 1324 § 1,5.°); 
— actuó para evitar un perjuicio grave, si la acción era intrínse-
camente mala o redundaba en daño de las almas (c. 1324 § 1,5.°); 
— actuó en legítima defensa contra un injusto agresor de sí mis-
mo o de otro, pero sin guardar la debida moderación (c. 1324 § 
1,6.°); 
— actuó contra quien le provocaba grave e injustamente (c. 
1324 § 1,7.°); 
— juzgó, errónea pero culpablemente, que actuaba condicionado 
por miedo grave (c. 1324 § 1,8.°); 
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— juzgó, errónea pero culpablemente, que actuaba por necesi-
dad (c. 1324 § 1,8.°); 
— juzgó, errónea pero culpablemente, que actuaba condicionado 
por miedo grave (c. 1324 § 1,8.°); 
— juzgó, errónea pero culpablemente, que actuaba para evitar 
un perjuicio grave (c. 1324 § 1,8.°); 
— ignoraba sin culpa que la ley o precepto llevaban aneja una 
pena (c. 1324 § 1,9.°); 
— obró sin plena imputabilidad, con tal de que ésta fuese en to-
do caso grave (c. 1324 § 1,10.°). 
Como en el caso del canon anterior, también en este hay ciertas 
circunstancias que de ningún modo son aplicables al clérigo que co-
mete abusos sexuales con menores. Puesto que la ley se refiere a 
delitos cometidos por clérigos, resulta obvio —como ya se ha men-
cionado— que no se está hablando de edades comprendidas entre 
los dieciséis y los dieciocho años (c. 1324 § 1,4.º). Igualmente, no sería 
posible alegar que el clérigo cometió el delito coaccionado por miedo 
grave, por necesidad o para evitar un perjuicio grave (c. 1324 § 1,5.º); 
o que actuó en legítima defensa contra un injusto agresor de sí mismo 
o de otro (c. 1324 § 1,6.º), aunque pudiera haber quien argumentase 
que la víctima realmente forzó al clérigo a la comisión del acto o pro-
vocó el acto (c. 1324 § 1,8.º). Es difícil conciliar esta última afirmación 
con la naturaleza de la minoría de edad canónica. De modo similar, 
sería difícil imaginar que alguien ignorase la existencia de una ley penal 
que prohíbe al clérigo el abuso sexual de un menor (c. 1324 § 1,9.º) o 
que pensase que estaba actuando por miedo, por necesidad, para 
evitar un grave perjuicio o en defensa propia (c. 1324 § 1,8.º). 
Sin embargo, existen algunas circunstancias atenuantes que abo-
gan por la mitigación de las penas, aunque la acción resultase probada. 
Es el caso de anomalías psicológicas graves, en las que podría tomarse 
en consideración la alegación de que la persona sólo tenía un uso 
imperfecto de razón (c. 1324 § 1,1.º). Pero, más que la presencia 
misma de la enfermedad, lo que sería necesario demostrar es su gra-
vedad. Igualmente, sería posible alegar que el clérigo carecía de uso 
de razón debido a "embriaguez u otra perturbación de la mente, de la 
que fuera culpable" (c. 1324 § 1,2.º), pero teniendo en cuenta que, a 
tenor del c. 1325, si la embriaguez u otra perturbación de la mente 
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fuese deliberadamente buscada para cometer o excusar el delito, no 
podría ser considerada circunstancia atenuante. De modo parecido, el 
c. 1324 § 1,3.º y el c. 1325 establecen que el impulso grave de pasión 
puede ser también considerado circunstancia atenuante, con tal que 
no hubiera sido voluntariamente excitada. 
El derecho opta, sin embargo, por la atenuación de la pena si la 
acción resulta sólo parcialmente imputable, con tal de que siga siendo 
grave (c. 1324 § 1,10.º). Además, como ya se ha mencionado ante-
riormente, se dan facultades al juez para tomar en cuenta otras posi-
bles circunstancias cuando considere que la pena debiera ser mitigada 
(c. 1324 § 2). 
Todo lo dicho pone de relieve que, aunque el derecho presume 
que si hay una violación externa de la ley la acción es imputable al 
delincuente, existen ciertas circunstancias que podrían indicar que la 
persona no es sujeto capaz de cometer un delito, que la pena no 
puede ser aplicada en absoluto, o que debe ser mitigada. 
No obstante, el derecho se cuida también de no diseñar estas 
excepciones de modo tan abierto que excluyan la efectiva posibilidad 
de aplicar alguna pena. Esto resulta particularmente evidente con la 
presencia del c. 1325, que establece tres circunstancias que no pue-
den esgrimirse como defensa contra la imposición de las penas esta-
blecidas: a) la ignorancia (crasa, supina o afectada); b) la embriaguez y 
otras perturbaciones mentales intencionalmente provocadas para 
cometer el delito o para poder aducir alguna circunstancia excusante; 
y c) la pasión deliberadamente excitada o fomentada. El canon man-
tiene en esos casos el más alto grado de responsabilidad en la perso-
na que comete la acción, sin permitir que se valore como causa exi-
mente lo que iría más allá de lo razonable. 
Además, el derecho permite también al juez castigar algunos deli-
tos con más severidad, como puede verse en los cc. 1326 y 1315. El 
c. 1326 describe tres situaciones en las cuales el juez puede castigar 
más severamente de lo previsto en la ley o precepto. En el caso de 
concurrir circunstancias agravantes, si la pena es ferendae sententiae, 
el juez puede castigar con mayor gravedad, de acuerdo con el c. 1326 
§ 1; si la pena es latae sententiae, puede añadir otra pena o una peni-
tencia, conforme al c. 1326 § 2. 
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Como señala A. Marzoa, existe una diferencia entre las circuns-
tancias eximentes y atenuantes de los cc. 1322-1325 y las agravantes 
del c. 1326: la eficacia de las atenuantes y eximentes es establecida en 
los cánones con precisión, mientras que la apreciación de las agravan-
tes queda a la discreción del juez29. 
El c. 1326 § 1,1.º autoriza un agravamiento de la sanción si la per-
sona continúa delinquiendo después de ser castigada30. En este caso, 
se entiende que el delincuente actúa de mala fe. No se requiere que 
haya cometido el mismo delito, aunque eso pudiera estar en el tras-
fondo del canon31: basta que el comportamiento del delincuente siga 
atentando contra el buen orden de la comunidad. El canon mira más 
a la persona que al delito32. La finalidad de las penas canónicas es la 
enmienda del delincuente, reparar el escándalo y restablecer la justi-
cia33; esto es, las penas miran a la enmienda y la restauración del or-
den. Si un delincuente continúa comportándose de modo que causa 
desorden en la comunidad o actúa contra la enmienda, impide que la 
pena surta su efecto propio, por lo que puede aplicársele una pena 
más severa en un ulterior intento de lograr la enmienda, reparar el 
escándalo y restaurar la justicia. 
El c. 1326 § 1,2.º autoriza el agravamiento de las penas cuando se 
trata de personas constituidas en alguna dignidad, o que abusaron de 
su autoridad u oficio para cometer el delito34. Estas tres figuras canó-
nicas suponen que la Iglesia ha depositado una cierta confianza en la 
persona. La violación de esa confianza tiene más graves consecuencias 
para la comunidad eclesial, porque se trata de actuaciones de perso-
 
29 Cfr. A. MARZOA , Comentario al c. 1326, en ComEx, vol. IV, p. 328:  "Debe ob-
servarse que a diferencia de lo que ocurre con las circunstancias eximentes y ate-
nuantes, cuya aplicación es preceptiva ("no queda sujeto a ninguna pena": c. 1323; "se 
debe atenuar la pena": c. 1324), en el caso de las agravantes su consideración queda 
a la discreción del juez o superior". 
30 "[El juez puede castigar con mayor gravedad que la establecida en la ley o en 
el precepto] 1.º a quien, después de una condena o declaración de pena, continúa 
delinquiendo de tal manera que por las circunstancias pueda prudentemente inferirse 
su pertinacia en la mala voluntad" (c. 1326 § 1,1.º). 
31 Cfr. A. MARZOA , op. cit., p. 329. 
32 Cfr. A. MARZOA , op. cit., p. 327. 
33 Cfr. c. 1341. 
34 Cfr. c. 1326 § 1: "[El juez puede castigar con mayor gravedad que la estableci-
da en la ley o en el precepto] ... 2.º a quien está constituido en alguna dignidad, o 
abusó de su autoridad u oficio para cometer el delito". 
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nas en las que la Iglesia afirmó que debe confiarse, con lo cual se debi-
lita la confianza de la comunidad y se origina un foco de desconfianza. 
Por consiguiente, el derecho establece que los delitos cometidos por 
personas en posición de dignidad, autoridad o titulares de un oficio 
pueden ser castigadas más allá de lo que está determinado en la ley o 
precepto. 
En cuanto a la significación de cada una de esas figuras canónicas, 
A. Marzoa describe la dignidad en sentido jurídico como "la cualidad 
externa que reviste a una persona, que procede de algún cargo u 
oficio o incluso de derechos honoríficos concedidos por la autoridad 
pública, y que la hace acreedora de un especial respeto o reverencia 
por parte de los demás"35. La Iglesia habla a menudo de la dignidad 
sacerdotal, la dignidad episcopal, la dignidad cardenalicia, pero también 
confiere diversas dignidades y honores a sus miembros que igualmen-
te podrían ser incluidas en este canon36. Debe entenderse por oficio, 
tal como es definido por el derecho, "cualquier cargo, constituido 
establemente por disposición divina o eclesiástica, que haya de ejer-
cerse para un fin espiritual"37. Entre la dignidad (que mira a la persona) 
y el oficio (que mira a la función personal establemente constituida) 
estaría la situación de quienes simplemente están constituidos en au-
toridad sobre alguien o algo. Esto entraña un sentido más extenso 
que el término "oficio", puesto que no es necesario estar constituido 
en la titularidad de un oficio para ejercer algún tipo de autoridad so-
bre otros. Lo cual evita la discusión, por ejemplo, acerca de si el "vica-
rio parroquial" es o no es un oficio. 
En no pocos casos de abuso de menores por parte de clérigos, 
puede detectarse una posición de autoridad, dado que el clérigo co-
mienza el trato con el menor precisamente a través de su ministerio 
de sacerdote o diácono, o a través de su posición pública en el seno 
de la comunidad. Esto es, el clérigo es una persona pública que se 
 
35 Cfr. A. MARZOA , op. cit., p. 330. 
36 El c. 1336 § 1,2.º proporciona ejemplos de qué debe entenderse por "dignida-
des eclesiásticas", cuando enumera como posibles penas expiatorias "la privación de 
(...) derecho, privilegio, facultad, gracia, título o distintivo, aun meramente honorífico". 
37 Cfr. c. 145 § 1. Esta definición tiene tres elementos: 1) debe tratarse de un 
cargo (munus); 2) constituido establemente; y 3) por disposición divina o eclesiástica. 
Hay muchas funciones ejercidas en la Iglesia con un fin espiritual, pero no todas 
pueden ser consideradas oficios, si no han sido constituidas como tales por la autori-
dad eclesiástica. 
PATRICK R. LAGGES 
 88 
Fidelium Iura 13 (2003) 
presenta ante la comunidad como alguien que merece confianza. Se 
gana la confianza del menor en la medida en que aparece como una 
persona buena que le trata como "amigo especial". El menor se siente 
honrado de que alguien desde tal posición le preste atención preci-
samente a él. De este modo se establecería la conexión entre la posi-
ción y la acción. 
Quizá el punto clave para establecer si el clérigo abusó de su au-
toridad u oficio sería plantear la siguiente cuestión: ¿hubiera sucedido 
lo mismo si el clérigo no hubiera sido párroco o diácono? ¿habría te-
nido el mismo acceso al menor, habría sido objeto de la misma con-
fianza por parte de la familia, y se habría establecido el mismo tipo de 
relación con el menor si no fuese párroco o diácono? Se dan algunos 
supuestos donde no surge relación. El menor, víctima del abuso, no 
era consciente de que la persona era clérigo y no surgió una relación 
de confianza respecto a él. En esos casos, cuando no era conocido 
que la persona pertenecía al estado clerical, sería muy difícil afirmar 
que hubo abuso de dignidad, autoridad y oficio. 
Finalmente, el c. 1326 § 1,3.º prevé supuestos en los que la pena 
ha sido establecida teniendo en cuenta la negligencia (in delictum 
culposum), pero la persona que cometió el delito había previsto la 
situación y tenía que haber tomado cautelas para evitarlo38. En esos 
casos, la culpa se acerca al dolo y puede ser castigada más severa-
mente39. 
Lo dicho concierne a las penas ferendae sententiae, y contempla 
la discrecionalidad del juez para imponer las penas. Sin embargo, si la 
pena es latae sententiae, se incurre en ella automáticamente (a iure). 
Al declarar tal pena, el juez no tiene facultad para cambiar la pena 
 
38 "[El juez puede castigar con mayor gravedad que la establecida en la ley o en 
el precepto] ... 3.º al reo que, cuando se haya establecido una pena para un delito 
culposo, previó lo que habría de suceder, y sin embargo omitió las cautelas para 
evitarlo que hubiera empleado cualquier persona diligente" (c. 1326 § 1,3.º). 
39 Sobre la base del c. 2203 §1 CIC 17, que establecía que "si previó la violación 
[de una ley], y, sin embargo, no tomó para evitarla las precauciones que cualquier 
persona diligente habría tomado, la culpa se aproxima al dolo" (quod si rem praev i-
derit, et nihilominus cautiones ad eam evitandam omiserit, quas diligens quivis ad-
hibuisset, culpa est proxima dolo). Para A. MARZOA es la situación que "la doctrina 
conoce como culpa con previsión" (ComEx, cit., vol. IV, p. 330). En el Código ante-
rior se decía simplemente que "la culpa se aproxima al dolo". El Código vigente 
indica las consecuencias de esta situación; en concreto, que el juez puede castigar al 
delincuente con mayor gravedad. 
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automática establecida por el derecho. Sin embargo, el c. 1326 § 2 
faculta al juez para añadir otra pena o penitencia cuando el delincuen-
te continúa delinquiendo, abusa de su posición de dignidad, autoridad  
u oficio, o actúa sin la debida diligencia en la comisión de un delito40. 
El juez puede también verse en la necesidad de aplicar penas más 
severas si el derecho particular así lo requiere. Conforme al c. 1315 § 
3, "la ley particular puede también añadir otras penas a las ya estable-
cidas por ley universal contra algún delito, pero no se haga esto sin 
una necesidad gravísima. Y cuando la ley universal conmina con una 
pena indeterminada o facultativa, la ley particular puede también esta-
blecer en su lugar una pena determinada u obligatoria". El derecho 
particular puede también prever otras circunstancias eximentes, ate-
nuantes o agravantes además de las previstas en el derecho universal, 
de acuerdo con el c. 132741, con la excepción absoluta, a tenor del c. 
1317, de la pena de dimisión del estado clerical 42. Esto debe ser teni-
do en cuenta cuando se trate de las Essential Norms for Dioce-
san/Eparchial Policies Dealing with Allegations of Sexual Abuse of 
Minors by Priests or Deacons establecidas para los EE.UU.43. Como 
tales, pueden ser consideradas derecho particular. Por tanto, aunque 
podría parecer que tales normas abogan por la dimisión del estado 
 
40 "En los casos de los que se trata en el § 1, si la pena establecida es latae sen-
tentiae, se puede añadir otra pena o penitencia" (c. 1326 § 2). 
41 "Además de los casos de los que se trata en los cc. 1323-1326, la ley particular 
puede establecer otras circunstancias eximentes, atenuantes o agravantes, tanto 
como norma general cuanto para un delito particular. Asimismo, pueden establecer-
se en el precepto circunstancias que eximan de la pena establecida por el mismo, la 
disminuyan o la agraven" (c. 1327). 
42 "Las penas han de establecerse sólo en la medida en que sean verdaderamen-
te necesarias para proveer mejor a la disciplina eclesiástica. La expulsión del estado 
clerical no se puede establecer en una ley particular" (c. 1717). 
43 UNITED STATES CONFERENCE OF CATHOLIC BISHOPS, Essential Norms for Dio-
cesan/Eparchial Policies Dealing with Allegations of Sexual Abuse of Minors by 
Priests or Deacons , 16.XII.2002 (con la recognitio de la Santa Sede de 8.XII.2002), 
publicada en IDEM, Promise to Protect, Pledge to Heal, Washington, DC [2002], pp. 
21-35. Puede consultarse también en W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., 
pp. 349-357 y en "Origins" 32/25 (2002-2003), pp. 415-418. [N. de la R.: Pueden 
verse los textos en este mismo volumen de "Fidelium Iura", Apéndice docu-
mental]. 
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clerical como pena ordinaria incluso ante un solo caso de abuso de un 
menor44, tal rigor debería ser considerado a la luz del c. 1317. 
e) La infracción de la ley debe ser realizada con dolo (ex dolo) o 
con culpa (ex culpa). El CIC 17 definía el dolo como "intención deli-
berada de quebrantar la ley, y a él se opone, por parte de la inteligen-
cia, la falta de conocimiento, y por parte de la voluntad, la falta de 
libertad"45. No es suficiente afirmar que la ley ha sido quebrantada. 
Para que una acción sea dolosa, es necesario que concurran además 
las necesarias advertencia y libertad. El CIC 17 tenía buen cuidado, sin 
embargo, de no hablar de una "intención de causar daño" cuando se 
refería al quebrantamiento de la ley. Esto se puede ver en la definición 
del Black’s Law Dictionary, que precisa el concepto de dolo (malice) 
afirmando que "Malice in law is not necessarily personal hate or ill will, 
but it is that state of mind which is reckless of law and of the legal 
rights of the citizen"46. Y en relación con el dolo, Woestman concluye 
que "for malice to exist, the delinquent must know all three factors of 
the objective element for an offense, i.e., (1) that the action is seri-
ously wrong; (2) that it is a transgression of the law; (3) that it is pun-
ishable by a sanction. In addition to this required knowledge, the of-
fender must have acted freely"47. 
Mientras que el dolo implica una intención deliberada de que-
brantar la ley, la culpa tiene que ver con la no aplicación de la debida 
diligencia. El CIC 17 describe la culpa de dos maneras: ignorancia de la 
ley violada u omisión de la debida diligencia48. El Black’s Law Dictiona-
ry contiene varias definiciones de culpa (negligence): ""The omission 
 
44 Por ejemplo, la norma 8 establece: "When even a single act of sexual abuse by 
a priest or deacon is admitted or is established after an appropriate process in ac-
cord with canon law, the offending priest or deacon will be removed permanently 
from ecclesiastical ministry, not excluding dismissal from the clerical state, if the case 
so warrants". Además, la norma 8b comienza: "If the penalty of dismissal from the 
clerical state has not been applied (e.g., for reasons of advanced age or infirmity)...". 
45 Cfr. c. 2200 § 1 CIC 17: "Dolo, en esta materia, es la intención deliberada de 
quebrantar la ley, y a él se opone, por parte de la inteligencia, la falta de conocimien-
to, y por parte de la voluntad, la falta de libertad". 
46 H.C. BLACK, Black’s Law Dictionary, 6.ª ed., St. Paul, MN, West Publishing Co., 
1990, pp. 956-957. 
47 W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 26. 
48 Cfr. c. 2199 CIC 17: "La imputabilidad del delito depende (...) de la culpa del 
mismo [del delincuente] en ignorar la ley o en omitir la diligencia debida". El mismo 
término aparece mencionado en los cc. 2202-2203 CIC 17. 
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to do something which a reasonable person, guided by those ordinary 
considerations which ordinarily regulate human affairs, would do, or 
the doing of something which a reasonable and prudent person 
would not do". Y sigue: "Negligence is the failure to use such care as a 
reasonably prudent and careful person would use under similar cir-
cumstances; it is the doing of some act which a person of ordinary 
prudence would not have done under similar circumstances or failure 
to do what a person of ordinary prudence would have done under 
similar circumstances". Afirma, además, que tal negligencia "is charac-
terized chiefly by inadvertence, thoughtlessness, inattention, and the 
like… The law of negligence is founded on reasonable conduct or 
reasonable care under all circumstances of every person to exercise 
due care in his conduct toward others from which injury may result"49. 
f) La acción tiene que ser realizada por un clérigo. Aunque ac-
tualmente es la ordenación de diácono la que determina la condición 
clerical, hasta el m.p. Ministeria quaedam de 1972, el hecho determi-
nante de la entrada en el estado clerical era la tonsura50. Además, en 
el tiempo inmediatamente posterior al Ministeria quaedam , había una 
especie de prácticas litúrgicas híbridas en las cuales la persona era 
tonsurada, pero no recibía ninguna otra "orden menor", recibiendo en 
su lugar los ministerios prescritos por el motu proprio. Por lo tanto, es 
necesario hacer un examen caso por caso para saber si la persona 
tenía o no la condición clerical en el momento en el que se produjo la 
supuesta acción. Si el implicado no era clérigo, su caso no puede ser 
sometido a SST o a las Essential Norms para EE.UU. Su comporta-
miento puede haber sido pecaminoso, pero no llevado al proceso 
criminal, porque no era clérigo. 
Hay dos cuestiones más que deben tratarse en relación con este 
punto. La primera se refiere a la idoneidad para el ministerio de quien 
ha abusado de un menor en cualquier momento de su vida. Habida 
cuenta de que la edad media de la ordenación sagrada ha ido subien-
do con las llamadas vocaciones tardías (the "second-career" voca-
tions), y que gran número de adultos se incorporan a la Iglesia católica 
a través del Ordo de la Iniciación cristiana de adultos, se da la circuns-
tancia de que algunas personas llegan al seminario con un largo "pasa-
do", e incluso a veces después de lo que podría describirse como una 
 
49 Cfr. Black’s Law Dictionary, cit., p. 1032. 
50 Cfr. PABLO VI, Carta Ap. Ministeria quaedam, en AAS 64 (1972), pp. 529-534. 
PATRICK R. LAGGES 
 92 
Fidelium Iura 13 (2003) 
verdadera conversión religiosa. Aunque el CIC establece que sólo 
pueden ser promovidos a las órdenes sagradas quienes sean juzgados 
idóneos para recibirlas51, en definitiva se deja al juicio del obispo, pre-
via consulta con los formadores del seminario, la valoración de si 
quien ha abusado de un menor alguna vez en el pasado "posee una 
buena reputación", o está "dotado de fe íntegra y probada virtud", tal 
como se requiere para la ordenación. En el pasado, por no haber 
acuerdo acerca de la naturaleza del abuso sexual, quien hubiera reve-
lado haber cometido tal tipo de acciones en su vida pasada, pero 
después de una evaluación psicológica era considerado psíquicamente 
sano, podía ser admitido al seminario y podía llegar hasta la ordena-
ción, siempre que su vida fuera por lo demás virtuosa. Probablemente 
tal tipo de conclusión no podría alcanzarse hoy. 
En segundo lugar se plantea la cuestión de la persona que no ha 
revelado en el seminario casos pasados de abuso sexual de menores. 
El consejo de admisión del seminario se mueve en el difícil equilibrio 
entre tener que obtener la información que necesita para emitir un 
juicio acerca de la idoneidad del candidato, y exigir a una persona que 
manifieste su conciencia. D.M. Hynous ha elaborado una lista de cues-
tiones y áreas de indagación necesarias para la admisión en el novicia-
do52. Estas cuestiones resultarían muy útiles a los seminarios en el 
proceso de admisión. Sin embargo, debe tenerse en cuenta también 
que ninguna de las cuestiones puede quebrantar el derecho de la 
persona a la protección de su intimidad 53, y que cualquier tipo de test 
psicológico que se haga no puede invadir la interioridad de la persona 
o valerse de medios que no son moralmente aceptables54. 
No obstante, para los casos de pecados con menores cometidos 
antes de acceder a la condición clerical, así como para aquellos come-
 
51 "Sólo deben ser ordenados aquellos que, según el juicio prudente del Obispo 
propio o del Superior mayor competente, sopesadas todas las circunstancias, tienen 
una fe íntegra, están movidos por recta intención, poseen la ciencia debida, gozan de 
buena fama y costumbres intachables, virtudes probadas y otras cualidades físicas y 
psíquicas congruentes con el orden que van a recibir" (c. 1029). 
52 Cfr. D.M. HYNOUS, Admission of Candidates, Canons 641-645, en Procedural 
Handbook for Institutes of Consecrated Life and Societies of Apostolic Life (M. 
JOYCE-C. DARCY-R. KASLYN-M. SULLIVAN, eds.), Washington, DC, The Canon Law 
Society of America, [2001], pp. 63-94. 
53 Cfr. c. 220. 
54 Para una recopilación de diversos documentos sobre esta materia, cfr. W. 
WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., pp. 220-234. 
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tidos por un clérigo con alguien que no es menor, el derecho deja 
abierta una previsión para la aplicación de penas. El c. 1399 establece: 
"Aparte de los casos establecidos en ésta y otras leyes, la infracción 
externa de una ley divina o canónica sólo puede ser castigada con una 
pena ciertamente justa cuando así lo requiere la especial gravedad de 
la infracción y urge la necesidad de prevenir o de reparar escándalos". 
El comportamiento de un clérigo contra el sexto mandamiento del 
Decálogo con alguien que ha alcanzado la mayoría de edad, o con un 
menor antes de ser clérigo, podría ser considerado una violación ex-
terna de la ley divina, cuya gravedad pudiera demandar alguna pena. 
Desde luego está presente la urgente necesidad de reparar el escán-
dalo causado a la Iglesia. Por ello las prescripciones del c. 1399 podrí-
an considerarse aplicables en estos supuestos, aunque no cabría apli-
car aquí la dispensa de la ley de prescripción, como en los casos de 
abuso de menores. Además, a tenor del c. 1349, la pena impuesta no 
podría ser en ningún caso la dimisión del est ado clerical55. 
g) La acción tiene que haber sido cometida con un menor. La di-
ficultad en este caso reside en que la mayoría de edad ha sufrido mo-
dificaciones. El CIC 17 decía que la pena se aplicaba si el menor no 
llegaba a los dieciséis años56, y el CIC 83 mantuvo esa misma edad57. 
Por tanto el abuso sexual de un menor no se producía a tenor de 
estos cánones si el menor llegaba a los dieciséis años. Pero en 1994, a 
petición de los obispos de EE.UU., la Santa Sede igualó la edad esta-
blecida para este supuesto penal con la mayoría de edad canónica 
general; esto es, dieciocho años58. Y posteriormente, con la promulga-
 
55 "Si la pena es indeterminada y la ley no impone otra cosa, el juez no debe im-
poner las penas más graves, sobre todo las censuras, a no ser que lo requiera abso-
lutamente la gravedad del caso; y no puede imponer penas perpetuas" (c. 1349). 
56 Cfr. c. 2359 § 2 CIC 17: "Si cometen algún delito contra el sexto mandamien-
to del decálogo con menores que no lleguen a los dieciséis años de edad (...) debe 
suspendérseles, declarárseles infames, privárseles de cualquier oficio, beneficio, digni-
dad o cargo, que puedan tener, y en los casos más graves, debe deponérseles". 
57 "El clérigo que cometa de otro modo un delito contra el sexto mandamiento 
del Decálogo, cuando este delito haya sido cometido con violencia o amenazas, o 
públicamente o con un menor que no haya cumplido dieciséis años de edad, debe 
ser castigado con penas justas, sin excluir la expulsión del estado clerical cuando el 
caso lo requiera" (c. 1395 § 2). 
58 Cfr. SECRETARÍA DE ESTADO, Rescripto 25.IV.1994 (Protocolo n.º 346.053), en-
viado al Rvmo. William H. Keeler, Presidente de la entonces "National Conference of 
Catholic Bishops", 11.V.1994. El rescripto recibió una prórroga de diez años el 
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ción de SST y Graviora delicta, lo que comenzó siendo ley particular 
para los EE.UU. ha sido finalmente convertido en ley universal para 
toda la Iglesia, de modo que el clérigo cometerá este delito de abuso 
sexual si el menor no llegaba a los dieciocho años59. 
Normalmente, sin embargo, las leyes son para los hechos futuros, 
no para los pasados60; y en materia penal debe aplicarse la ley más 
favorable para el reo61. Por tanto, es necesario mirar a la edad del 
menor en el momento en que se afirma que tuvo lugar la acción, para 
determinar si efectivamente el clérigo ha cometido delito. En concre-
to, las acciones cometidas antes de 1994 en EE.UU., serían constituti-
vas de delito sólo si el menor no había llegado a los dieciséis años; 
pero las cometidas después de 1994, constituirían delito también si el 
menor había superado esa edad y no había alcanzado los dieciocho 
años. Para el resto de la Iglesia, las acciones cometidas después de 
2001, serán constitutivas de delito si el menor no había alcanzado los 
dieciocho años. Por tanto, para determinar si la acción es constitutiva 
de delito a tenor del c. 1395 § 2 es necesario siempre comprobar qué 
derecho estaba vigente en el momento en que se perpetró62. 
h) La acción debe ser enjuiciable. Esto remite al principio de 
prescripción. R.T. Kennedy describe la prescripción como una institu-
ción "grounded in societal needs for the peace and good order that 
ensue from bringing closure to disputes, precluding prolonged uncer-
tainty of ownership, curing transactional defects flowing from failure to 
fulfill formalities, avoiding the bringing of stale claims after witnesses 
and relevant documentary evidence are no longer available, and en-
 
4.XII.1998, con entrada en vigor el 26.IV.1999, como se especifica en Carta de la 
Secretaría de Estado a la NCCB (protoc. n.º 445.119/GN). 
59 SST, Pars prima: Normae substantiales , art. 4 § 1; cfr. también Graviora delicta. 
60 "Las leyes son para los hechos futuros, no para los pasados, a no ser que en 
ellas se disponga algo expresamente para éstos" (c. 9). 
61 "Si la ley cambia después de haberse cometido un delito, se ha de aplicar la ley 
más favorable para el reo" (c. 1313 § 1). 
62 Para un resumen práctico de esto, cfr. CANON LAW SOCIETY OF AMERICA, 
Guide to the Implementation of the U.S. Bishop’s "Essential Norms for Dioce-
san/Eparchial Policies Dealing with Allegations of Sexual Abuse of Minors by Priests 
or Deacons" (en adelante, CLSA Guide), Washington, DC, Canon Law Society of 
America, [2003], p. 21. 
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couraging social and economic development and productivity by re-
moving fears of future litigation"63. 
Como en el caso mencionado de la mayoría de edad, ha habido 
también un cambio en la legislación sobre la prescripción. Se puede 
resumir la legislación sobre los plazos de prescripción aplicables, según 
los diversos supuestos posibles, como sigue: 
— Si el supuesto delito tuvo lugar antes del 27 de noviembre de 
1983, y fue denunciado antes de esa fecha: 5 años desde su comisión. 
— Si el supuesto delito tuvo lugar el 27 de noviembre de 1983 o 
después y fue denunciado antes del 25 de abril de 1994: 5 años des-
de su comisión. 
— Para los supuestos delitos cometidos antes del 25 de abril de 
1994, pero denunciados después de esta fecha: 5 años a partir del 
momento en que el menor haya cumplido los dieciocho años. 
— Para los supuestos delitos cometidos el 25 de abril de 1994 o 
después, y denunciados en esa fecha o posteriormente: 10 años a 
partir del momento en que el menor haya cumplido los dieciocho 
años, a no ser que hubiera transcurrido menos de un año desde la 
denuncia y ésta hubiera sido presentada antes de la víctima hubiera 
cumplido los 28 años. 
— Para los supuestos delitos cometidos o denunciados después 
de la promulgación de Sacramentorum sanctitatis tutela (30.IV.2001), 
la prescripción —de 10 años— comienza a contar desde el día en 
que el menor cumple los dieciocho años64. 
Existen varios motivos para la prescripción en derecho canónico, 
como ha señalado R.T. Kennedy. A medida que pasa el tiempo, resul-
ta más difícil cada día establecer con alguna seguridad qué sucedió 
exactamente, cuándo o dónde sucedió. Pero también hay que tener 
en cuenta que algunas acciones se imprimen tan vigorosamente en la 
persona que resultan, en gran medida, indelebles y pueden ser recor-
 
63 Cfr. R.T. KENNEDY , Prescription, en CLSA Commentary, p. 230. 
64 Cfr. CLSA Guide, pp. 23-24. Debe advertirse, sin embargo, que el documento 
de la Santa Sede de 1994, que reordenaba las normas de prescripción para EE.UU., 
se aplicaba sólo para los clérigos en EE.UU. en el momento en que la acción fue 
denunciada. Para los clérigos del resto del mundo, la prescripción se continuaba 
rigiendo por el derecho universal de la Iglesia (CIC 83, en vigor desde el 27 de no-
viembre de 1983), que no cambió hasta el 30 de abril de 2001. 
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dadas con todo lujo de detalles. Por ejemplo, en EE.UU. muchos 
americanos mayores pueden describir exactamente qué estaban ha-
ciendo cuando recibieron la noticia del ataque a Pearl Harbor. O 
americanos de la generación siguiente podrán igualmente recordar 
con gran lujo de detalles qué estaban haciendo cuando oyeron que 
John F. Kennedy había sido asesinado. 
Precisamente porque el abuso sexual de niños se considera una 
experiencia tan traumática que queda profundamente impresa en la 
persona, y porque la mala conducta de un clérigo en esta materia 
causa tan gran perturbación en el orden eclesial, los obispos católicos 
de EE.UU., al redactar las Essential Norms, habían indicado que el 
obispo pidiera la dispensa de las leyes de la prescripción, si fuera ne-
cesario, a fin de poder tratar el asunto65. 
Debe notarse, sin embargo, que sólo es posible dispensar de las 
leyes sobre la prescripción en materia de graviora delicta. Para otras 
materias, debe aplicarse la normativa común. 
3. El procedimiento 
a) Recepción de la acusación 
El cap. I de la Parte IV del Lib. VII del CIC 83 comienza con el c. 
1717: "§ 1. Siempre que el Ordinario tenga noticia, al menos verosímil, 
de un delito, debe investigar con cautela, personalmente o por medio 
de una persona idónea, sobre los hechos y sus circunstancias, así co-
mo sobre la imputabilidad, a no ser que esta investigación parezca del 
todo superflua. § 2. Hay que evitar que, por esta investigación, se 
ponga en peligro la buena fama de alguien. § 3. Quien realiza la inves-
tigación tiene los mismos poderes e idénticas obligaciones que el au-
 
65 Cfr. Essential Norms, norma 8a:  "If the case would otherwise be barred by 
prescription, because sexual abuse of a minor is a grave offense, the bishop/eparch 
shall apply to the Congregation for the Doctrine of the Faith for a dispensation from 
the prescription, while indicating appropriate pastoral reasons". Con anterioridad, la 
CDF había recibido la facultad para dispensar de la prescripción en todas las materias 
descritas en Graviora delicta: "The Holy Father during the Audience granted to the 
Secretary of the CDF, H.E. Archbishop Tarcisio Bertone, on 7 November 2002, 
granted the faculty to the CDF to derogate from the prescription [mentioned in art. 
5] on a case by case basis after having considered the request of the Bishop and the 
reasons for such request" (Cfr. W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 314). 
PROCESO PENAL: LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR A LA LUZ DE LAS ESSENTIAL NORMS 
 
 97 
Fidelium Iura 13 (2003) 
ditor en un proceso; y, si se realiza después un proceso judicial , no 
puede desempeñar en él la función de juez". 
En sí mismo, es un canon bastante claro, pero su aplicación en el 
ámbito norteamericano resulta un tanto más complicado, porque es 
precisamente aquí donde parece que los consejos revisores (Review 
Board) exigidos por las Essential Norms deben entrar en funciona-
miento. Aunque pudiera sostenerse que el proceso puede ser mucho 
más simple que el que se describe a continuación —y por supuesto, 
en diócesis más pequeñas, esto sería preferible—, parece ser que en 
el origen del escándalo en EE.UU. han estado precisamente la falta de 
un proceso consultivo creíble y la ausencia de supervisión. Por tanto, 
en este punto concreto es especialmente importante asegurarse de 
que los obispos no toman tales decisiones solos. Cuantas más perso-
nas se impliquen en el proceso, más percepción habrá de objetividad. 
El proceso que se describe a continuación es el que prevé una mayor 
objetividad, y el que también exige la participación de los laicos en el 
organismo consultivo conocido como Review Board. Esto hace más 
creíble el proceso para los fieles en EE.UU. De este modo, una deci-
sión episcopal no sólo será justa, sino que también parecerá justa66. 
La investigación preliminar comienza cuando el ordinario "tiene 
noticia, al menos verosímil..." (c. 1717). Esto exige un discernimiento 
previo por parte del ordinario, que es quien debe decidir si una acu-
sación es "al menos verosímil". Y puede hacerlo implicando a una serie 
de personas en el proceso, aunque siempre teniendo cuidado de 
evitar que "por esta investigación se ponga en peligro la buena fama 
de alguien"67. 
Quién recibe la noticia. El c. 1717 establece que es el "ordinario" 
quien recibe la noticia. Esto significa que quien no es ordinario a tenor 
del c. 134, necesita un especial mandato o delegación para recibir la 
información que el 1717 dice que debe ser recibida por el ordinario. 
 
66 Cfr. SÍNODO DE LOS OBISPOS , De iustitia in mundo, 30.XI. 1971, en AAS 63 
(1971), p. 933. [Trad. ingl. en FLANNERY, A., Vatican II: More Postconciliar Docu-
ments, Grand Rapids, MI, Wm.B. Eerdmans Publishing Co., 1982, p. 703: "While the 
Church is bound to give witness to justice, she recognizes that anyone who ventures 
to speak to people about justice must first be just in their eyes"]. 
67 Cfr. c. 1717 § 2. Nótese que el canon encarece al ordinario que tome precau-
ciones para que no se ponga en peligro la buena fama de "alguien". El canon no se 
refiere sólo al acusado, sino a cualquiera que forme parte de la investigación prelimi-
nar.  
PATRICK R. LAGGES 
 98 
Fidelium Iura 13 (2003) 
En las diócesis más pequeñas, bien puede ser el mismo obispo o 
el vicario general quien recibe la noticia. En diócesis más grandes, sería 
deseable que se designe a alguien más para este cometido. No es 
necesario que sea clérigo, e incluso se ha demostrado eficaz en mu-
chas diócesis norteamericanas que no lo sea. Pero, dado que esta 
información inicial puede acabar formando parte finalmente del pro-
ceso judicial, sería importante que la persona designada esté debida-
mente instruida en lo que en derecho canónico significa la recogida 
de pruebas, ya que los errores cometidos en este momento pueden 
tener graves repercusiones en el proceso judicial. Es importante tener 
en cuenta que de hecho los errores tienden a multiplicarse. 
Aunque en esta etapa no se ha iniciado todavía formalmente el 
proceso, es importante que se sigan las normas para la adquisición de 
pruebas, puesto que esas normas son parte de nuestra tradición ca-
nónica, además de que las actas que documentan esas actuaciones 
pueden ser incorporadas a la causa si el proceso fuese autorizado por 
la Congregación para la Doctrina de la Fe. Así, por ejemplo, la perso-
na designada para esta tarea debería disponer de un cuestionario, 
acaso preparado por el promotor de justicia. Además, debería estar 
presente un notario y/o un mecanógrafo. Puede tomársele juramento 
a la persona que hace la acusación (cfr. c. 1455), y podría ser aconse-
jable informarle de las penas por perjurio (cc. 1390-1391), precisa-
mente para hacerle tomar conciencia de la seriedad de lo que está 
teniendo lugar. Las respuestas deberían ser transcritas por el notario o 
el taquígrafo, revisadas por el que hace la acusación, y firmadas por el 
que hace el interrogatorio, el acusador y el notario. 
Quién atiende al acusador. La Charter for the Protection of Chil-
dren and Young People afirma: "Dioceses/eparchies will reach out to 
victims/survivors and their families and demonstrate a sincere com-
mitment to their spiritual and emotional well-being. The first obliga-
tion of the Church with regard to the victims is for healing and recon-
ciliation"68. El mejor modo de hacer esto es disponer de alguien desig-
nado para esta tarea. Como se establece en la Charter, los obispos de 
EE.UU. se han comprometido a designar a tal persona en cada dióce-
sis/eparquía: "Diocese/eparchies will have a competent person or 
 
68 Charter, art. 1, en W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 342 [N. de 
la R.: puede verse el texto en este mismo volumen de "Fidelium Iura": Apéndice 
documental, V]. 
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persons to coordinate assistance for the immediate pastoral care of 
persons who claim to have been abused as minors by clergy or other 
church personnel"69. Lo cual se convierte en norma particular para las 
diócesis/eparquías de EE.UU. en las Essential Norms, cuando afirman: 
"Each diocese/eparchy will designate a competent person to coordi-
nate assistance for the immediate pastoral care of person who claim 
to have been sexually abused when they were minors by priests or 
deacons"70. 
Es importante notar que la atención pastoral precede a la deter-
minación de la veracidad de la denuncia. Con independencia de que 
la acusación resulte ser verdadera o falsa, la persona que acude a la 
Iglesia tiene la sensación de haber sido dañada por la Iglesia. Sea cual 
fuere el caso, e incluso cuando el daño sea de distinta procedencia, la 
persona merece ser atendida. Se nos ha encomendado sanar los heri-
dos del mundo, vendar sus heridas, devolverles la salud. Nuestra pri-
mera reacción, por tanto, no debe ser: ¿es esto verdad?, sino más 
bien: ¿qué atención necesita esta persona? Esta es la razón de ser del 
llamado "ministro asistente"71. 
Quién atiende al clérigo. Parece haber dos formas de acometer 
esta tarea. Algunos obispos informan inmediatamente al clérigo de la 
acusación que ha sido presentada contra él, y le solicitan una contes-
tación. Estos obispos entienden que la participación del clérigo es 
necesaria para determinar si una acusación es "al menos verosímil"72. 
Otros obispos no consideran necesaria la notificación al presbíte-
ro para completar esta primera parte de la investigación preliminar. 
Más bien, prefieren esperar a la conclusión de la investigación prelimi-
nar, e informar al clérigo una vez hayan decidido seguir adelante con 
el asunto y pedir autorización a la Congregación para la Doctrina de 
la Fe para pasar al procedimiento judicial o administrativo. Basan ese 
 
69 Charter, art. 2, en W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 343. 
70 Essential Norms, norma 3, en W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 
350. Nótese el ligero cambio en la redacción con la Charter. La Charter contempla 
la posibilidad de que hayan sido más de una las personas designadas, e incluye tam-
bién las acusaciones contra personal eclesiástico no clérigo. 
71 Aunque algunas diócesis hablan de "Victim Assistance Minister", hacer el tér-
mino "victim" sinónimo de "accuser" es suponer que toda acusación es verdadera. 
Pero en este momento, nada ha sido probado todavía acerca de la acusación; ésa es 
precisamente la finalidad del proceso penal. 
72 Cfr. c. 1717 § 1. 
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modo de proceder en el hecho de que, puesto que en esta fase no 
hay todavía proceso, es impropio hablar estrictamente del "derecho 
de defensa". Algunos no han aceptado el asesoramiento canónico al 
clérigo, sobre la base de que, puesto que no hay juicio, no puede 
haber defensor. 
En cierto sentido, están en lo cierto. El demandado en un proce-
so no es notificado hasta después de que la demanda haya sido pre-
sentada y aceptada. Así, en el proceso de nulidad matrimonial, por 
ejemplo, normalmente no se contacta con el demandado hasta que la 
demanda es admitida. 
Sin embargo, el proceso penal es una especie singular de proceso 
judicial. Aunque hay muchos elementos comunes con el contencioso 
ordinario73, los cc. 1717-1719 añaden en el proceso penal una "inves-
tigación previa" que no se exige en el proceso contencioso ordinario. 
Esta investigación exige dos pronunciamientos por parte del ordinario: 
primero, acerca de la verosimilitud de la acusación; y segundo, acerca 
de si la investigación adicional prescrita por el c. 1717 ha aportado 
"suficientes pruebas" (cum satis collecta videantur elementa) como 
para iniciar formalmente el proceso penal. Ya que el c. 1718 se refiere 
a la reunión de pruebas —algo que está prohibido en el proceso con-
tencioso ordinario con anterioridad a la litiscontestación— todo pare-
ce indicar que la justicia natural sugiere que debería haber alguna for-
ma de contradictorio. 
Es más, los cc. 1717-1719 exigen la emisión de decretos por par-
te del ordinario. Puesto que estos decretos son actos administrativos 
singulares, deben observarse los cc. 48-58. En concreto, el c. 50 esta-
blece que "antes de dar un decreto singular, recabe la autoridad las 
informaciones y pruebas necesarias, y en la medida de lo posible, oiga 
a aquellos cuyos derechos puedan resultar lesionados". Ya que aquí se 
trata de derechos que se han adquirido en virtud de la ordenación 
sagrada, así como derechos naturales, tales como la buena fama del 
clérigo, parece absolutamente necesario que el clérigo sea oído en 
este asunto. 
 
73 "Quedando a salvo los cánones de este título, en el juicio penal deben aplicar-
se, si no lo impide la naturaleza del asunto, los cánones sobre los juicios en general y 
el juicio contencioso ordinario, cumpliendo las normas especiales acerca de las cau-
sas que hacen referencia al bien público" (c. 1728 § 1). 
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Sin embargo, a la hora de notificar al clérigo, deben tenerse en 
cuenta algunas cuestiones. Sobre todo lo establecido en el c. 1728 § 
2: el acusado no tiene obligación de confesar el delito, ni puede pedír-
sele juramento74. 
Es necesario, además, tener en cuenta la distinción entre el fuero 
interno y el fuero externo. En los usos actuales en Norteamérica, 
"fuero interno" ha sido confundido con "confidencial". Esto es, cuando 
alguien quiere que algo sea confidencial, dice que pertenece al fuero 
interno. Sin embargo, el concepto de fuero interno es mucho más 
específico y debe ser aplicado conforme al uso canónico. Debe siem-
pre tenerse en cuenta que lo que procede del fuero interno no pue-
de ser llevado al fuero externo o aportado como prueba en un pro-
ceso penal. Sólo puede ser tratado por la Penitenciaría Apostólica75. 
Por lo tanto, la persona que habla con el clérigo acerca de la acu-
sación debe dejar muy claro en qué fuero se está desenvolviendo la 
conversación. En su mayor parte, será el fuero externo. Será, por 
supuesto, información confidencial que no debe ser participada con 
nadie a no ser conforme a la norma del derecho. Pero en su mayor 
parte no se trata de información de fuero interno, que no deba ser 
participada a nadie. 
Es también importante que la persona que asiste al clérigo acusa-
do sea capaz de reconocer posibles signos de depresión y/o pensa-
mientos suicidas. En estas circunstancias, no es bueno para el clérigo 
estar solo. Sería importante preguntarle si tiene sacerdotes amigos 
con los cuales pueda desahogarse sobre estos asuntos. Si no, la per-
sona designada para atender al acusado debería establecer con él un 
contacto y atención regular. Aunque el clérigo tuviese un grupo de 
sacerdotes amigos, esto no dispensaría al obispo de su responsabili-
dad sobre el cuidado de sus clérigos. 
Quién asesora al obispo. En virtud de las Essential Norms esta-
blecidas para EE.UU., debe erigirse en cada diócesis/eparquía un nue-
vo órgano consultivo: el consejo diocesano revisor ("diocesan review 
 
74 "El acusado no tiene obligación de confesar el delito, ni puede pedírsele jura-
mento" (c. 1728 § 2). 
75 Para información acerca de la Penitenciaría Apostólica cfr. Appendix XIX en 
W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., pp. 281-296. 
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board")76. Este órgano opera prácticamente como cualquier otro ór-
gano consultivo en la diócesis: el consejo presbiteral, el consejo pasto-
ral o el consejo económico. Asesora al obispo para que sus decisiones 
no sean adoptadas en solitario o en secreto. Pero debe quedar claro 
que el consejo revisor no toma decisiones; sólo asesora al obispo 
acerca de si una acusación es verosímil. Es absolutamente necesario 
que sea el obispo quien tome la decisión de poner en marcha o no el 
proceso. Y es también absolutamente necesario que esto esté claro 
en el modo de proceder de cada diócesis y en la formación de los 
miembros de los consejos revisores. 
Como sucede con los miembros de los demás órganos consulti-
vos en la Iglesia, los miembros del consejo revisor necesitan ser for-
mados para la tarea que se les encomienda. No sería justo que tengan 
que intuir su cometido. Es necesario que haya unas directrices escritas 
para ellos, de modo que tengan conciencia clara de sus responsabili-
dades y de lo que de ellos se espera. Sus competencias deben ser 
delineadas con claridad. 
En el cumplimiento de su función, el consejo revisor conocerá las 
pruebas que se hayan reunido, preferiblemente revisando los docu-
mentos mismos, de tal modo que no se limiten a conocer el asunto 
mediante un resumen de la acusación y de la respuesta, sino que ac-
cedan a las declaraciones textuales de acusador y acusado. Su función 
en este punto es simplemente declarar si una acusación es "al menos 
verosímil". En esta primera revisión la exigencia de prueba es menor, 
ya que el consejo revisor sólo busca una apariencia verosímil de vera-
cidad. Cuando concluya la investigación preliminar, el consejo revisor 
será llamado a revisar de nuevo la cuestión, esta vez con la más alta 
exigencia de prueba, como queda descrito a continuación. 
 
76 Cfr. Essential Norms , norma 4: "To assist diocesan/eparchial bishops, each dio-
cese/eparchy will also have a review board which will function as a confidential con-
sultative body to the bishop/eparch in discharging his responsibilities.  The functions 
of this board may include:  A. advising the diocesan bishop/eparch in his assessment 
of allegations of sexual abuse of minors and in his determination of suitability for 
ministry; B. reviewing diocesan/eparchial policies for dealing with sexual abuse of 
minors; and, C. offering advice on all aspects of these cases, whether retrospectively 
or prospectively". En W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 351. 
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b) La primera decisión 
Las conclusiones del consejo revisor deberán presentarse de 
modo formal al obispo, quien tendrá que decidir mediante decreto si 
hay razón suficiente para proceder a la investigación descrita en el c. 
1717 § 177. Al igual que el consejo revisor, es importante que el obis-
po conozca las declaraciones mismas, y no se limite a la recomend a-
ción del consejo revisor. 
Si hay suficientes pruebas para proceder, el obispo deberá en-
tonces, mediante decreto, nombrar a alguien para llevar a cabo la 
posterior investigación exigida por el c. 1717 § 1. Si no hubiera sufi-
cientes pruebas para continuar, el obispo deberá emitir un decreto 
ordenando que el material reunido sea guardado en el archivo secre-
to de la diócesis78. No obstante, en los casos en que el obispo juzgue 
que no hay pruebas de una violación grave del sexto mandamiento, 
pero que el clérigo ha actuado imprudentemente, puede hacer uso 
del c. 1348, que establece que "cuando el reo es absuelto de la acusa-
ción, o no se le impone ninguna pena, puede el Ordinario velar por 
su bien y por el bien público con oportunas amonestaciones u otros 
modos de su solicitud pastoral, o también, si es oportuno, con reme-
dios penales". 
c) La investigación 
El c. 1717 § 1 exige que cuando el obispo considera que existe 
un fumus de verdad en la acusación, lleve a cabo una posterior inves-
 
77 Puesto que es competencia del Obispo el juicio acerca de si una acusación es 
"al menos verosímil", existen diferentes modos de proceder en las diócesis. Algunos 
obispos han optado por atenerse sólo a los hechos: ¿es la persona que presenta la 
acusación una persona creíble?, ¿se encontraba el párroco en la parroquia en ese 
tiempo?, ¿pudo haber sucedido la acción? Si las tres respuestas son afirmativas, el 
obispo decide que la acusación es "al menos verosímil". Otros obispos han optado 
por pedir más información antes de tomar la decisión. Ya que el canon deja la deci-
sión a la prudencia del obispo, habrá siempre variedad de modos de proceder, pues-
to que cada obispo debe decidir por sí mismo en qué consiste una acusación que al 
menos es verosímil. 
78 "Si no se requieren para el proceso penal, deben guardarse en el archivo se-
creto de la curia las actas de la investigación y los decretos del Ordinario con los que 
se inicia o concluye la investigación, así como todo aquello que precede a la investi-
gación" (c. 1719). El canon parece contrario a "mantener abierto el expediente" 
contra el clérigo acusado. 
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tigación. Puede hacerlo personalmente, pero sería más apropiado 
hacerlo por medio de otra persona, a la que, mediante decreto,  de-
signará para este cometido. La investigación se realizará sobre los 
hechos y circunstancias de la acusación, así como sobre la imputabili-
dad de la acción al clérigo. 
El c. 1717 § 3 establece que quien lleva a cabo la investigación 
tiene los mismos poderes y obligaciones que un auditor en el proce-
so, pero no exige que sea realmente un auditor79. En consecuencia, 
deben examinarse con atención, y adaptarse al caso, los cánones rela-
tivos a los auditores (c. 1428) y los que tratan de las pruebas (cc. 
1526-1586). 
El c. 1428 establece que el auditor puede ser elegido de entre 
los jueces del tribunal o puede ser cualquier persona aprobada por el 
obispo para instruir el caso80. Esto requiere que el obispo emita un 
decreto por el que nombre a alguien para conducir la investigación 
indicada en el c. 1717, y por el que apruebe a la persona capacitada 
para esta función, si no es ya juez o auditor de la diócesis. 
El c. 1428 autoriza que el auditor pueda ser clérigo o laico81. Para 
la investigación preliminar, parece que la persona que la realiza puede 
ser clérigo o laico, hombre o mujer. SST exige que, en el proceso 
judicial llevado por la Congregación para la Doctrina de la Fe, el juez 
(art. 8), el promotor de justicia (art. 9), el notario y el canciller (art. 
10), el abogado y procurador (art. 11) deben ser sacerdotes. Y el art. 
12 establece que en los tribunales diocesanos, el juez, el promotor de 
justicia, el notario y patrón deben ser sacerdotes. Por tanto, parece 
que, por la naturaleza de los asuntos, el auditor debe ser también un 
sacerdote. Sin embargo, puesto que SST no incluye a los auditores 
entre aquellos que deben ser sacerdotes, y puesto que el Santo Padre 
ha otorgado a la Congregación la facultad para dispensar de ciertos 
 
79 "Quien realiza la investigación tiene los mismos poderes e idénticas obligacio-
nes que el auditor en un proceso; y, si se realiza después un proceso judicial, no 
puede desempeñar en él la función del juez" (c. 1717 § 3). 
80 "El juez, o el presidente del tribunal colegial, puede designar un auditor para 
que realice la instrucción de la causa, eligiéndole entre los jueces del tribunal o entre 
las personas aprobadas por el Obispo para esta función" (c. 1428 § 1). 
81 "Para el cargo de auditor, el Obispo puede aprobar a clérigos o a laicos, que 
destaquen por sus buenas costumbres, prudencia y doctrina" (c. 1428 § 2). 
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requisitos82, no parecería necesario recurrir a un clérigo en este mo-
mento del proceso. 
Debe cumplirse, no obstante, el requisito de que la persona des-
taque por sus buenas costumbres, prudencia y doctrina83. En el actual 
estado de cosas en EE.UU., ha sido provechoso encomendar a laicos 
el desempeño de estas funciones. Por descontado, sería importante 
disponer de personas bien formadas para conducir tanto la investiga-
ción como los interrogatorios. La persona debe saber qué ha de inda-
gar y cómo ha de proceder para obtener información. No es impres-
cindible, sin embargo, que sean canonistas graduados. Los requisitos 
para una investigación canónica son bien concretos y pueden ser ins-
truidas en ellos personas que no sean canonistas. Puesto que su co-
metido se limita a una parte del proceso, no hay necesidad de que 
sean expertos en todas las fases del proceso canónico. Su cometido 
es específico; de ahí que su formación deba dirigirse específicamente a 
su tarea. Las cualidades más importantes deberán ser las de buen 
investigador y buen interrogador. 
La tarea del auditor es recoger pruebas de acuerdo con el man-
dato del juez (o decidir qué pruebas han de recogerse y de qué ma-
nera, a no ser que esto sea concretamente especificado en el manda-
to del juez), y entregarlas al juez84. Por tanto, la persona que se encar-
ga de la investigación goza de bastante discrecionalidad, pero siempre 
al servicio y bajo la dirección del obispo, que debe ser inequívoca-
mente quien dirige el proceso. En consecuencia, es importante que el 
obispo otorgue un mandato muy concreto a quien va a llevar a cabo 
la investigación. 
 
82 El 2.II.2003, el Santo Padre, con posterioridad a la promulgación de SST, "con-
cedit faultatem iuxta preces" en estos términos: "Viene concessa la facoltà alla CDF 
di dispensare dal requisito della laurea in diritto canonico di cui agli artt. 8 (Iudices), 9 
(Promotor Iustitae), 10 (Notarii et Cancelarii), 11 (Advocati et Procuratores), 12 
(Iudices, Promotores Iustitiae, Notarii, Patroni in aliis Tribunalibus). Nel caso della 
dispensa dal requisito della laurea in diritto canonico questa dispensa sarà concessa 
soltanto a persone insignite di una licenza in diritto canonico che hanno lavorato in 
tribunali ecclesiastici per un periodo ritenuto adeguato. Per quanto riguarda i giudici 
(artt. 8 e 12), si atterrà al dispositivo del can. 1421" (en W. WOESTMAN , Ecclesiastical 
Sanctions ..., cit., pp. 314-315). 
83 Cfr. c. 1428 § 2, ya transcrito. 
84 "Al auditor corresponde únicamente recoger las pruebas y entregarlas al juez, 
según el mandato de éste; y si no se le prohíbe en el mandato, puede provisional-
mente decidir qué pruebas han de recogerse y de qué manera, en el caso de que se 
discutan estas cuestiones mientras desempeña su tarea" (c. 1428 § 3) 
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Las tareas encomendadas a quien lleva a cabo la investigación 
son simples: examinar los hechos, las circunstancias y la imputablidad 
en relación con la acusación, y presentar un informe al obispo. Es 
importante, sin embargo, que el obispo sea claro en su mandato de 
que la persona limite la investigación a los hechos, circunstancias e 
imputabilidad que se refieren a la acción concreta. Ir más lejos podría 
poner en peligro el derecho a la intimidad del clérigo (c. 220). De ello 
trataremos más abajo. 
Puesto que el cometido del auditor es reunir las pruebas bajo la 
dirección del juez, podría resultar muy útil analizar el tipo de pruebas 
que se especifican en el CIC a fin de ver qué tipo de cosas necesitaría 
investigar la persona que lleva a cabo la investigación. Debería tenerse 
en cuenta, sin embargo, que la investigación preliminar no es el juicio 
mismo. Por tanto, no es apropiado que la persona que conduce la 
investigación intente "probar la causa" en este momento procedimen-
tal. Su tarea se limita a acopiar información acerca de los hechos, las 
circunstancias y la imputabilidad de la supuesta acción. Sin embargo, el 
CIC da algunas indicaciones acerca de cuáles son las áreas que deben 
investigarse. 
En primer lugar, el CIC habla de las declaraciones de las partes 
(cfr. cc. 1530-1538). En las causas penales, el promotor de justicia es 
el demandante y el acusado el demandado. Las Essential Norms pro-
ponen que el promotor de justicia participe en las deliberaciones del 
consejo revisor85. Esto asegurará que el consejo revisor presta aten-
ción al bien público, y que el promotor de justicia se hace cargo ple-
namente del asunto, por si se le pide que presente escrito de acusa-
ción al tribunal. Parece que el c. 1530 exige también una declaración 
del acusado, puesto que en el caso entra en juego el bien común (cfr. 
también el c. 1728 § 1). Las partes pueden ser llamadas a confirmar 
que es verdad lo que han dicho (c. 1532), pero al acusado no puede 
pedírsele juramento en el proceso penal (c. 1728 § 2). A tenor del c. 
1534, al interrogar a las partes deben tenerse en cuenta las normas 
acerca del examen de testigos, en particular los cc. 1558-1565. Aun-
que pueda suceder que, durante la investigación, el clérigo confiese 
espontáneamente el delito, esta confesión no releva al promotor de 
justicia de la carga de la prueba, puesto que está en juego el bien pú-
 
85 Cfr. Essential Norms, norma 5, en W. WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., 
cit., p. 351. 
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blico (c. 1536 § 1). Esa confesión tendrá sólo una cierta fuerza proba-
toria, que habrá de valorar el juez (c. 1536 § 2), al igual que en el caso 
de la confesión extrajudicial (c. 1537). Como excepción al c. 125 § 2, 
la confesión carece de toda fuerza probatoria si consta que ha sido 
emitida por error de hecho, o arrancada con violencia o por miedo 
grave (c. 1538). 
El segundo tipo de prueba es la documental (cc. 1539-1546). Los 
documentos pueden ser públicos o privados (c. 1539). Son públicos 
los documentos redactados por una persona pública en el ejercicio de 
su función en la Iglesia. Los privados tienen el mismo valor probatorio 
que la confesión extrajudicial (c. 1542). 
El tercer tipo de pruebas es la de testigos (cc. 1547-1573), que 
deben declarar la verdad (cc. 1548 y 1562) y están sujetos a excep-
ción (cc. 1548, 1550, 1551, 1555). Aunque las partes no pueden estar 
presentes en el examen de los testigos, sí pueden hacerlo sus procu-
radores y abogados, a no ser que el juez considere otra cosa (c. 
1559). Quienes actúan como testigos han de ser examinados por el 
juez, el delegado del juez o un auditor (c. 1561); los otros pueden 
formular preguntas. Las preguntas han de ser breves, acomodadas a la 
capacidad del interrogado, no deben abarcar varias cuestiones a la 
vez, no pueden ser capciosas o falaces o que sugieran una respuesta, 
no pueden ser ofensivas, y deben ser pertinentes a la causa (c. 1564). 
El cuarto tipo de pruebas es el testimonio de los peritos (cc. 
1574-1581). Se acude a los peritos para comprobar un hecho o para 
determinar la verdadera naturaleza de una cosa (c. 1574). Pueden ser 
propuestos por las partes (c. 1581), nombrados por el juez o acepta-
dos por él (c. 1575). Como todo testigo, pueden ser excluidos o re-
cusados por las partes (c. 1576), y actúan en función de lo que de-
termine el juez (c. 1577). Los peritos deben hacer sus dictámenes por 
escrito (c. 1578). 
El quinto tipo de prueba es el acceso y reconocimiento (cc. 
1582-1583). Si bien rara vez se presenta en los casos de nulidad ma-
trimonial, en la materia que nos ocup a puede constituir, en cambio, 
una importante fuente de prueba. Por ejemplo, si la acusación afirma 
que el sacerdote cometió el delito en el sótano de la rectoría, sería 
procedente que el investigador averiguase si la rectoría tiene sótano. 
En cualquier caso, se levantará acta de los reconocimientos realizados 
(c. 1583). 
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El sexto y último tipo de prueba lo constituyen las presunciones 
(c. 1584-1586). La presunción es una conjetura probable sobre una 
cosa incierta. Puede ser determinada por la ley misma86, o provenir de 
un razonamiento del juez (c. 1584). Sin embargo, el derecho encarece 
al juez que se abstenga de establecer tales presunciones, a no ser que 
estén basadas en un hecho cierto y determinado que tenga relación 
directa con lo que es objeto de la controversia (c. 1586). 
Con todo, es importante volver a subrayar que esto no es toda-
vía el juicio en sí mismo. Es sólo una parte de la investigación prelimi-
nar. Quien lleva a cabo la investigación no tiene que probar. La carga 
de la prueba corresponde al promotor de justicia, sobre la base de la 
información aportada por la investigación preliminar y de otras prue-
bas que serán reunidas más adelante por el juez. Quien lleva la inves-
tigación simplemente tiene que hacer acopio de suficientes datos para 
poder informar al obispo acerca de los hechos, las circunstancias y la 
imputabilidad del supuesto delito. 
El c. 1717 § 1 prevé una excepción a la necesidad de la investiga-
ción cuando afirma "a no ser que esta investigación parezca del todo 
superflua". Es importante, sin embargo, que en la decisión de si la in-
vestigación es "del todo superflua", la actuación del obispo no pueda 
parecer arbitraria o subjetiva. Por ejemplo, sería incorrecto decidir 
que una investigación es "del todo superflua" porque haya habido 
otros informes acerca de ese sacerdote o diácono en concreto o 
porque ese sacerdote o diácono haya sido problemático en el pasado. 
Pero sería igualmente incorrecto decidir que es innecesario investigar 
una acusación porque el sacerdote le ha sido muy leal y parece ser un 
hombre santo. Una vez más, es mejor tomar tal decisión después de 
consultar a otros. Cuanto más extensa sea la consulta, más creíble 
parecerá la decisión. La excepción, por supuesto, se daría si el clérigo 
fuera sorprendido en flagrante delito, hubiera sido arrestado, se le 
hubiera encontrado pornografía infantil en su ordenador, hubiera he-
cho confesión judicial, etc. 
d) Cuestiones relacionadas con el c. 220 
El canon 1717 § 2 hace también una advertencia importante: 
"hay que evitar que, por esta investigación, se ponga en peligro la 
 
86 Cfr., por ejemplo, el c. 1060, acerca de la presunción de validez del matrimo-
nio. 
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buena fama de alquien". Ha sido éste un punto de larga controversia, 
habida cuenta de que en la Charter for the Protection of Children 
and Young People, los obispos de EE.UU. se comprometieron a lo 
que llamaron "transparency" en el tratamiento de los casos de con-
ducta de los clérigos contra el sexto mandamiento del Decálogo con 
implicación de menores. Al parecer, el término "transparencia" (trans-
parency) fue usado como reacción al "secreto" (secrecy) que había 
rodeado estos casos en el pasado. Pero las dificultades surgen cuando 
se usa un término no perfilado jurídicamente, ya que cada persona o 
colectivo es entonces libre de definir el término a su antojo. A veces, 
lo que se llama "transparente" puede implicar la violación de otros 
derechos personales, particularmente los basados en el c. 220 CIC. 
El c. 220 establece que "a nadie le es lícito lesionar ilegítimamente 
la buena fama de que alguien goza, ni violar el derecho de cada per-
sona a proteger su propia intimidad". Se formulan en el canon dos 
derechos: el derecho a la buena fama y el derecho a la propia intimi-
dad. 
Como señala Jenkins, el derecho a la buena fama tiene su origen 
en el derecho romano, está presente en el Corpus Iuris Canonici, y 
del CIC 17 llega al Código vigente87. Mientras que en el CIC 17 se 
preveía indirectamente, cuando se establecía que la persona podía 
entablar acción contra quien perjudicase su buena fama88, el CIC 83 lo 
contempla explícitamente en el c. 220, ofreciendo también las protec-
ciones del anterior CIC89. 
 
87 Cfr. R. JENKINS, Defamation of Character in Canonical Doctrine and Jurispru-
dence, en "Studia canonica" 36/2 (2002), pp. 419-462. 
88 Cfr. c. 1938 CIC 17: "§ 1. Tratándose de una causa por injurias o por difama-
ción, para que pueda entablarse acción criminal, se requiere que preceda denuncia o 
querella de la parte agraviada. § 2. Pero si se trata de injuria o difamación grave que 
se haya causado a un clérigo o religioso, sobre todo si está constituido en dignidad, o 
que un clérigo o religioso haya causado a otro, la acción criminal puede entablarse 
también de oficio". Cfr. también el c. 2355 CIC 17: "Si alguno, no con hechos, sino 
de palabra o por medio de escritos o de cualquier otra forma, injuria a alguien o le 
perjudica en su buena fama, no sólo puede obligársele, a tenor de los cánones 1618 
y 1938, a dar la satisfacción debida y reparar los daños, sino que se le puede además 
castigar con penas y penitencias proporcionadas, incluso, si se trata de clérigo y el 
caso lo pide, con suspensión o privación de oficio y beneficio". 
89 "Todo aquel que causa a otro un daño ilegítimamente por un acto jurídico o 
por otro acto realizado con dolo o culpa, está obligado a reparar el daño causado" 
(c. 128). Cfr. también el c. 1718 § 4: "Antes de tomar una determinación (...) debe 
considerar el Ordinario si, para evitar juicios inútiles, es conveniente que, con el 
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Jenkins aporta considerable jurisprudencia acerca del daño a la 
buena fama, pero señala que debe tratarse de un daño "ilegítimo". Y 
explica que existen casos de acciones que, no obstante dañar la bue-
na fama de alguien, pueden ser legítimas, como la revelación o infor-
mación en el curso de una investigación canónica, incluso si la investi-
gación concluye con la exoneración de la persona investigada. Son 
también legítimas las actuaciones en cumplimiento del deber del pro-
pio oficio (investigación de la idoneidad para un oficio, evaluación del 
rendimiento o control de alguien por una razón legítima), las acciones 
encaminadas a evitar un daño del bien público o privado y las realiza-
das en defensa propia. 
La investigación preliminar plantea algunas cuestiones en relación 
con el derecho a la buena fama. La primera se refiere a la publicidad. 
En algunas diócesis, en el momento en que se producía una acusación 
de conducta sexual delictiva contra un presbítero, éste era inmedia-
tamente removido de su parroquia, y se leía a todos los feligreses de 
su parroquia una declaración por la que se comunicaba que el sacer-
dote había sido acusado, y se invitaba a otras personas a presentarse, 
si también hubieran sido objeto de abusos por parte del sacerdote. 
Esto era normalmente recogido por los medios de comunicación y 
terminaba siendo primera página de noticias o crónica destacada. A 
veces ese tipo de proclamación pública incluso detallaba de qué había 
sido acusado el sacerdote. 
Tal proceder podría ser considerado contrario a las prescripcio-
nes de los cc. 220 y 1717. A no ser que se trate de algo ya público 
(como un arresto conocido o un clérigo sorprendido in flagrante de-
lictu), no debería darse tal tipo de publicidad en la primera etapa de la 
investigación preliminar (cuando el obispo recibe la información que 
parece "al menos verosímil"). A menos que, con el asesoramiento del 
consejo revisor, el obispo haya llegado a la conclusión de que hay 
menores en peligro, parece que el sacerdote debería permanecer en 
su cargo hasta que el investigación preliminar haya sido completada. El 
obispo podría estimar oportuno hacer un seguimiento de la conducta 
del clérigo con el fin de asegurarse de que está viviendo en conso-
nancia con su vocación, pero no debería darse publicidad al asunto 
hasta la conclusión de la investigación establecida en el c. 1717. 
 
consentimiento de las partes, él mismo o el investigador dirima lo referente a los 
daños de acuerdo con la equidad". 
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Realizada la investigación, si el obispo decide que debe iniciarse el 
proceso penal, entonces la cuestión podría hacerse pública, especial-
mente si el obispo ha dado el decreto apartando al sacerdote del 
ejercicio de su ministerio (c. 1722). Cómo deba hacerse público y en 
qué términos es, sin embargo, una cuestión de prudencia. Debe te-
nerse en cuenta que, en este momento del proceso canónico, el ob-
jeto de la acción procesal es la concreta actividad que ha sido denun-
ciada. Y debe tenerse en cuenta también que SST ha puesto todos 
los casos de los delicta graviora bajo secreto pontificio90. 
Esto, sin embargo, constituye sólo una parte de la cuestión. Co-
mo han afirmado los defensores de víctimas de abusos de menores, 
con frecuencia puede haber otros que hayan sido también víctimas de 
abusos sexuales y que deben ser sanados del trauma consiguiente. La 
diócesis tiene que poner en la balanza las disposiciones canónicas y las 
exigencias del bien común en estas cuestiones, teniendo en cuenta 
que la finalidad del proceso canónico es establecer si el clérigo es 
culpable del delito del que ha sido acusado. En este momento, nada 
se ha probado todavía. 
La segunda parte del c. 220 trata del derecho a la intimidad. Du-
rante la investigación preliminar, o al menos durante el proceso mis-
mo, podría resultar ventajoso realizar una evaluación psicológica del 
clérigo en orden a determinar su culpabilidad. De hecho, el art. 5 de 
la Charter establece que el presunto delincuente puede ser requerido 
a pedir una adecuada evaluación médica y psicológica, o urgido a so-
meterse voluntariamente a ella, en la medida en que esto no interfiera 
en la investigación de las autoridades civiles91. La norma 7 de las Es-
sential Norms introduce alguna modificación en este punto al estable-
cer que el presunto delincuente puede ser requerido a pedir o puede 
ser urgido a someterse voluntariamente a una adecuada evaluación 
médica y psicológica en un centro aprobado tanto por la diócie-
 
90 Cfr. SST, art. 25: "§ 1. Huismodi causae secreto pontificio subiectae sunt. § 2. 
Quicumque secretum violaverit, vel ex dolo aut gravi neglegentia, accusato vel testi-
bus aliud damnum intulerit, ad instantiam partis laesae vel etiam ex officio, congruis 
poenis a Turno superiore puniatur". Cfr. también SECRETARÍA DE ESTADO, Instr. Secre-
ta continere, 4.II.1974, en AAS 66 (1974), pp. 89-92. 
91 "The alleged offender may be requested to seek or urged voluntarily to com-
ply with, an appropriate medical and psychological evaluation, so long as this does 
not interfere with the investigation by civil authorities" (en W. WOESTMAN, Ecclesias-
tical Sanctions ..., cit., p. 344). 
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sis/eparquía como por el acusado92. Por tanto, conforme a las Essen-
tial Norms, la prueba debe ser voluntaria y el lugar debe ser conveni-
do. 
La Iglesia ha expresado, no obstante, su preocupación por este 
punto, y se ha referido a dos cuestiones principales en relación con la 
pericia psicológica. La primera se refiere a los medios utilizados. En 
1958, Pío XII, en un discurso a la Asociación Internacional de Psicolo-
gía Aplicada, afirmó que los medios utilizados en la prueba deben ser 
moralmente correctos: "puede decirse que deben condenarse tanto 
una intrusión injustificada del psicólogo en el fondo de la personalidad, 
como los serios daños psíquicos que pueden resultar para el paciente 
y para terceras partes". E incluía entre esos medios los métodos del 
narcoanálisis y los detectores de mentiras (polígrafos)93. 
La segunda cuestión se refiere a la libertad del consentimiento. 
En una carta del Secretario de Estado en 1976, se afirmaba: "no es 
lícito a nadie (...) entrar en la intimidad moral o psicológica de una 
persona sin su previo, explícito, informado y plenamente libre consen-
timiento (...) Es más, un psicólogo no puede manifestar a terceros (...) 
los conocimientos de la vida íntima, tanto psicológica como moral, 
que haya podido adquirir, si no es con el libre consentimiento de la 
parte interesada (...) Un psicoanalista está obligado (...) a respetar los 
conocidos principios de moralidad en relación con los secretos a los 
que está vinculado (el secreto natural, el secreto profesional, y el se-
creto convenido)"94. 
e) La segunda decisión 
Una vez que la persona que lleva la investigación concluye su ta-
rea, debe preparar un informe para el obispo. Recibido y aceptado el 
informe, el obispo debería decretar la conclusión de la investigación 
preliminar y decidir si el asunto debe ser llevado a la Congregación 
para la Doctrina de la Fe. 
 
92 "The alleged offender may be requested to seek, and may be urged voluntarily 
to comply with, an appropriate medical and psychological evaluation at a facility 
mutually acceptable to the diocese/eparchy and to the accused" (en W. WOESTMAN , 
Ecclesiastical Sanctions ..., cit., p. 352). 
93 Cfr. PIUS XII, Alocución Venus du monde entier, 10.IV. 1958, en Discorsi e 
radiomessagi di Sua Santità Pio XII, 20 (1958), pp. 67-82. 
94 Cfr. SECRETARÍA DE ESTADO, Carta al Excmo Representante Pontificio, en W. 
WOESTMAN, Ecclesiastical Sanctions ..., cit., pp. 224-227. 
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El informe de la persona que ha llevado la investigación, junto 
con las pruebas que haya reunido, debería ser examinado en primer 
lugar por el consejo revisor. Al consejo revisor podría pedírsele que 
asesore al obispo acerca de si las pruebas presentadas son suficientes 
para continuar con el proceso penal. Las conclusiones del consejo 
revisor deben ser presentadas de modo formal al obispo, junto con la 
motivación que avale esas conclusiones. De este modo el obispo dis-
pondrá del informe de la persona designada para la investigación, de 
las pruebas reunidas por este investigador, y del asesoramiento del 
consejo revisor. 
A partir de estos datos el obispo deberá decidir la continuación 
del proceso, poniendo el asunto en manos de la Congregación para la 
Doctrina de la Fe, o poner fin al proceso y trasladar el material al ar-
chivo secreto (c. 1719)95. Puede también, para evitar juicios inútiles, 
decidir equitativamente sobre lo referente a los daños (c. 1718 § 4). 
Cuando el obispo toma esta decisión, debe formalizarla mediante 
decreto, y tanto el acusador como el acusado deben ser notificados. 
La decisión de enviar el caso a la Congregación para la Doctrina de la 
Fe sustituye a la descrita en el c. 1718, que permite al obispo deter-
minar si puede ponerse en marcha el proceso penal, si conviene ha-
cerlo así, teniendo en cuenta el c. 1341; y si debe utilizarse el proceso 
judicial o ha de procederse por decreto extrajudicial 96. El art. 13 de 
SST ha dejado estas opciones fuera de la competencia del obispo 
diocesano y las ha puesto en manos de la Congregación para la Doc-
trina de la Fe97. 
 
95 Ha habido cierto debate acerca de si todas las acusaciones deben ser llevadas 
a la Congregación para la Doctrina de la Fe, o sólo aquellas que el obispo ha decidi-
do que deben dar lugar a un proceso penal. En A Resource for Canonical Processes 
for the Resolution of Complaints of Clerical Sexual Abuse of Minors, el equipo del 
Committee on Canonical Affairs de la Conferencia episcopal de EE.UU., después de 
afirmar que a la conclusión de la investigación preliminar, el ordinario/jerarca, de 
acuerdo con SST, art. 13, tiene que notificar a la CDF el resultado de la investigación, 
concluye: "This is always  done unless the accusation is determined to be manifestly 
false or frivolous during the preliminary investigation". Pero el significado preciso de 
"manifestly false" o "frivolous" no es claro. Parecería querer decir que si el obispo 
establece al principio que existe alguna apariencia de verdad en la acusación, no 
podría aparecer después como "manifestly false" o "frivolous" durante la investigación. 
96 Cfr. c. 1718 § 1,1.°-3.°. 
97 Cfr. SST, art 13: "Quoties Ordinarius vel Hierarcha notitiam saltem verisimilem 
habet de delicto reservato, investigatione praevia peracta, eam significet Congrega-
tioni pro Doctrina Fidei quae, nisi ob peculiaria rerum adiuncta causam sibi avocet, 
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El obispo enviará entonces una copia de las actas del caso a la 
Congregación para la Doctrina de la Fe, junto con el formulario que la 
Congregación ha elaborado recientemente y ha exigido que sea cum-
plimentado en su totalidad. Este formulario incluye un votum del 
obispo, en el que debe indicar el tipo de procedimiento que reco-
mienda. 
La Congregación tiene cuatro posibilidades para tramitar el asun-
to. Según la primera, la Congregación podría avocar el caso a sí mis-
ma, como menciona el art. 13 de SST. Esto debe ser bastante excep-
cional, pero podría ser necesario si el clérigo fuera especialmente 
conocido o muy respetado en su diócesis, y el obispo estimase que 
un proceso llevado por el tribunal diocesano caería en sospecha ante 
los fieles de la diócesis. 
Según la segunda opción, la Congregación podría dar autoriza-
ción para que el proceso fuese llevado por el tribunal diocesano98. Si 
el obispo hace esa propuesta en su votum , puede solicitar además las 
dispensas eventualmente necesarias (de grados académicos, de la 
exigencia de que ciertos oficios sean desempeñados por clérigos, de 
la prescripción, etc.), explicando las razones pastorales por las que 
cree oportuna su concesión. 
Según la tercera opción, la Congregación podría indicar al obispo 
que proceda mediante el procedimiento administrativo descrito en el 
c. 172099. Si se concede la autorización para ello, el obispo debe in-
formar al acusado de la acusación y las pruebas, dándole la oportuni-
 
Ordinarium vel Hierarcham ad ulteriora procedere iubet, firmo tamen iure appellandi 
contra sententiam primi gradus tantummodo ad Supremum Tribunalem eiusdem 
Congregationis". 
98 Cfr. SST, art 17: "Delicta graviora Congregationi pro Doctrina Fidei reservata, 
nonnisi in processu iudiciali persequenda sunt". Además, el c. 1342 § 2 impide que 
mediante decreto extrajudicial pueda imponerse una pena perpetua. 
99 El 2.II.2003, el Santo Padre, con posterioridad a la promulgación de SST, "con-
cedit facultatem iuxta preces" en estos términos: "Viene concessa la facoltà alla CDF 
di dispensare dall’art. 17 [de SST] nei casi gravi e chiari che a giudicio del Congresso 
Particolare della CDF: (...) b) possono essere trattati con il rito abbreviato di cui al 
can. 1720 dall’Ordinario che, nel caso sia del parere di procedere alla dimissione del 
reo, dovrà chiedere alla CDF la comminazione di detta pena per decreto" (el texto 
italiano y la traducción inglesa pueden encontrarse en W. WOESTMAN, Ecclesiastical 
Sanctions ..., cit., p. 315). Nótese que el proceso administrativo podría permitirse 
también para la imposición de penas perpetuas distintas de la dimisión del estado 
clerical. 
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dad de defenderse, a no ser que el acusado rehúse comparecer des-
pués de ser convenientemente citado. Deberá entonces el obispo 
valorar todas las pruebas y argumentaciones con dos asesores100, y 
luego recomendar a la Congregación que sea impuesta la pena perpe-
tua. Esta podría ser la dimisión del estado clerical u otra pena perpe-
tua. 
Una última posibilidad sería que el obispo pidiese a la Congrega-
ción para la Doctrina de la Fe que remita el caso al Romano Pontífice 
para lo que se ha dado en llamar una secularización involuntaria ("in-
voluntary laicization") o dimisión penal del estado clerical. En realidad, 
se trata de una dispensa de proceso, de acuerdo con la facultad con-
cedida por el Santo Padre en rescripto de 7.II.3003: "Se concede a la 
CDF la facultad de dispensar del art. 17 en aquellos casos graves y 
claros que, de acuerdo con el Congreso Particular de la CDF pueden 
ser elevados directamente al Santo Padre para la dimisión ex officio 
del estado clerical". 
A la vez que el obispo eleva la cuestión a la Congregación para la 
Doctrina de la Fe, puede establecer alguna restricción al ministerio del 
clérigo de acuerdo con el c. 1722: "Para evitar escándalos, defender la 
libertad de los testigos y garantizar el curso de la justicia, puede el 
Ordinario, después de oír al promotor de justicia y habiendo citado al 
acusado, apartar a éste, en cualquier fase del proceso, del ejercicio del 
ministerio sagrado o de un oficio o cargo eclesiástico, imponerle o 
prohibirle la residencia en un lugar o territorio, o también prohibirle 
que reciba públicamente la santísima Eucaristía; pero todas estas pro-
visiones deben revocarse al cesar la causa que las motivó, y dejan ipso 
iure de tener vigor al teminar el proceso penal". 
Es por lo menos discutible hasta qué punto estas restricciones 
pueden establecerse con anterioridad a la decisión del obispo de re-
mitir el caso a la Congregación para la Doctrina de la Fe. Por un lado, 
el c. 1722 establece que un decreto restrictivo de este tipo puede 
darse "en cualquier fase del proceso". Puesto que el título de la Parte 
IV del Libro VII es "El proceso penal", podría interpretarse en el senti-
do de que el canon está hablando del proceso en sentido amplio. Por 
otro lado, el cap. II de la Parte IV del Libro VII se titula "El desarrollo 
del proceso", que sigue al cap. I, "La investigación preliminar". En este 
 
100 Para los asesores, cfr. c. 1424. 
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sentido, podría entenderse que el c. 1722 se estaría refiriendo sólo al 
momento posterior a la decisión episcopal favorable al inicio del pro-
ceso (c. 1718). A la vez, podría argumentarse también que, puesto 
que la mención del posible decreto restrictivo viene después de los 
cánones referidos a la investigación preliminar, sólo es posible emitirlo 
después de que la investigación preliminar haya concluido; pues en 
caso contrario debería haberse situado antes, en la Parte IV. 
En ausencia de una interpretación auténtica de esta cuestión, se-
ría lo más seguro imponer las restricciones mencionadas en el c. 1722 
sólo después de la conclusión de la investigación preliminar. Podría 
hacerse con anterioridad de modo excepcional y por decreto especial 
del obispo, en el que se indicaran las razones para invocar este canon 
antes de comenzar el proceso. 
La carta de remisión a la Congregación para la Doctrina de la Fe 
deberá ser escrita, obviamente, por el obispo mismo. Habrá de incluir 
la "documentación relevante", pero no el expediente entero. El votum 
del obispo deberá incluir los datos personales y el curriculum vitae del 
clérigo; los detalles de cada acusación (qué, cuándo, con quién, edad y 
sexo de la presunta víctima, cuántas veces, etc.); los detalles del tra-
tamiento y terapia; la concreta situación ministerial del sacerdote y 
qué tipo de medidas se están tomando; una evaluación de si algún 
menor está en peligro; información sobre cualquier litigio criminal o 
de responsabilidad civil; si se prevé algún futuro ejercicio del ministe-
rio; la opinión del obispo acerca de la conveniencia del proceso penal, 
de la dimisión administrativa o la dimisión papal; y las razones pastora-
les para pedir dispensa de la ley de prescripción, la dispensa del requi-
sito de grados académicos para el tribunal personal, y/o, si es el caso, 
la dispensa para que el tribunal pueda estar integrado también por 
laicos. 
Es posible también que el abogado presente su opinión. Pero 
debe ser una opinión, no una defensa del caso. Es decir, no debe con-
sistir en argumentar lo que propiamente deberá ser objeto del proce-
so judicial. No debe argumentar acerca de las cuestiones procedimen-
tales, habida cuenta de que la CDF puede sanar los actos, de acuerdo 
con las facultades extraordinarias que ha recibido el 7.II.2003: "La fa-
cultad, en los casos legítimamente remitidos a la Congregación para la 
Doctrina de la Fe, de sanar los actos, si las leyes procesales fueron 
violadas por los tribunales inferiores que actuaron por mandato de 
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dicha Congregación o a tenor del art. 13 del motu proprio Sacramen-
torum sanctitatis tutela". 
Por otra parte, la opinión del abogado podría incluir el parecer 
de que el caso debe ser llevado por la CDF, y no por el tribunal dio-
cesano. Podría asimismo argumentar que no debería dispensarse la ley 
de prescripción. También es posible que incluya alguna cuestión acer-
ca del modo en que se llevó a cabo el peritaje psicológico, pudiendo 
el abogado aducir que dicha peritación fue conducida de modo inmo-
ral o ilegalmente. Y podría alegar también que el caso no es de la 
competencia de la CDF, debido a que no está incluido en los tipos 
delictivos de SST (por ejemplo, porque el acusado no era clérigo 
cuando se produjeron los hechos, o el demandante no era un me-
nor). Pueden exponerse también argumentos acerca de la falta de 
imputabilidad o de su disminución, así como en contra de que el 
asunto sea "grave y claro" en el supuesto de la "involuntary laicization". 
Esto conduce a la conclusión de la investigación preliminar descri-
ta en los cc. 1717-1719. El ordinario no puede pasar a otra parte del 
proceso hasta que no haya recibido instrucciones de la CDF. SST 
indica que la Congregación tiene la competencia exclusiva sobre los 
delicta graviora, lo que quiere decir que todos los demás son absolu-
tamente incompetentes para tratar estos casos sin la necesaria autori-
zación de la CDF. 
5. Conclusión 
La aplicación de SST y de las Essential Norms está todavía en fa-
se de desarrollo. Desafortunadamente, en EE.UU. tal desarrollo se 
está produciendo en el foro público, cuando el derecho prefiere un 
proceso de maduración más pacífico y sereno. Con más estudio y 
reflexión, sería posible perfeccionar en mayor medida este proceso. 
Es verdad que muchas de las presiones que han padecido los obispos 
para actuar con celeridad, han disminuido desde que han comenzado 
a actuar más diligentemente. Pero al hacerlo, no pocas veces han se-
guido modos de proceder que, en el mejor de los casos, son praeter 
legem. Es de esperar que en un futuro próximo vaya surgiendo un 
cuerpo de jurisprudencia que guíe a los obispos en la aplicación de la 
ley. Mientras tanto, los canonistas pueden confiar sólo en sus propios 
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recursos, pero especialmente en su propia prudencia, al asesorar a los 
obispos en materias que han causado tantas heridas a la Iglesia. 
